SESION 11, LEGISLATURA  338

ÍNDICE

 

 

 

I.- ASISTENCIA

II.- APERTURA DE LA SESIÓN

III.- ACTAS

IV.- CUENTA

V.- ACUERDOS DE LOS COMITÉS

VI.- FÁCIL DESPACHO

VII.- ORDEN DEL DÍA

VIII.- PROYECTOS DE ACUERDO

IX.- INCIDENTES

X.- DOCUMENTOS DE LA CUENTA

XI.- OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

 

 

 

 

ÍNDICE GENERAL

	
	
	Pág.

	I. 
	Asistencia
	8

	
	
	

	II. 
	Apertura de la sesión
	11

	
	
	

	III. 
	Actas
	11

	
	
	

	IV. 
	Cuenta.
	

	
	Réplica a alusión personal. (Aplicación del artículo 34 del Reglamento)
	11

	
	
	

	V.
	Acuerdos de los Comités.
	12

	
	
	

	VI.
	Fácil Despacho. 
	

	
	Enmiendas a la constitución de la Unesco. Segundo trámite constitucional
	13

	
	
	

	VII.
	Orden del Día. 
	

	-
	Modificación de la ley orgánica constitucional de Enseñanza. Primer trámite constitucional. (Votación)
	15

	-
	Modificación del artículo 46 del Código de Justicia Militar. Tercer trámite constitucional
	16

	-
	Reducción de consignación en apelaciones ante juzgados de policía local. Tercer trámite constitucional
	20

	-
	Modificación de cuantías del Código de Procedimiento Civil. Tercer trámite constitucional
	22

	
	
	

	VIII.
	Proyectos de acuerdo. 
	

	-
	Medidas en favor de Penco. (Votación)
	26

	-
	Descentralización de la inversión y de los gastos de los recursos públicos
	26

	-
	Beneficios económicos para no docentes
	28

	-
	Investigación de contaminación en lago Lanalhue
	30

	
	
	

	IX.
	Incidentes. 
	

	-
	Saludos a Bomberos de Chile en su día nacional. Oficio
	33

	-
	Alcances sobre tratado de complementación económica suscrito con Perú
	34

	-
	Reposición del puente Granaderos en la comuna de Mulchén. Oficio
	35

	-
	Demora del Serviu en ejecución de obras en Viña del Mar y Concón. Oficio
	36

	-
	Regularización de títulos de dominio y construcción de nueva escuela para Puerto Fuy. Oficio
	36

	-
	Suspensión de compra de aviones para la Fuerza Aérea de Chile
	37

	-
	Firma de acuerdo de complementación económica entre Chile y Perú. Oficio

	-
	Facilidades a deudores de dividendos de viviendas sociales. Oficio
	39

	-
	Ineficiencia de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito
	40

	-
	Movilización de ex mineros de Enacar e irregularidades en proyecto de mejoramiento de barrios de Lota. Oficio
	41

	-
	Facilidades para cumplimiento de labor parlamentaria
	42

	-
	Falta de señalizaciones en construcción de doble vía de la ruta 5 Sur. Oficio
	42

	-
	Reposición de sistema de autorreparación de viviendas e irregularidades en distribución de fondos de crédito español. Oficios
	44

	-
	Informe sobre ratificación parlamentaria de acuerdo de complementación económica suscrito entre Chile y Perú. Oficios
	45

	-
	Discriminación a zona franca en acuerdo de complementación económica con Perú
	47

	-
	Inversión de gobierno regional de Atacama en infraestructura sanitaria. Oficio
	47

	-
	Conservación de patrimonio histórico-cultural de comuna de Corral. Oficio
	49

	
	
	

	X.
	Documentos de la Cuenta. 
	

	1
	Mensaje de S.E. el Presidente de la República, por el cual da inicio a la tramitación de un proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado sobre transferencia de presos condenados, entre las Repúblicas Federativa del Brasil y de Chile, suscrito el 29 de abril de 1998. (boletín Nº 2190-10)
	50

	2
	Oficio de S.E. el Presidente de la República, por el cual hace presente la urgencia, con calificación de "suma", para el despacho del proyecto que elimina el 11 de septiembre como feriado. (boletín Nº 2185-06)
	56

	-
	Oficios del Senado por los cuales comunica que ha aprobado, en los mismos términos que la Cámara de Diputados, los siguientes proyectos:

	3
	Modifica el decreto supremo (S) N° 220, de 1979, de la Subsecretaría de Marina, que fijó la Planta de Oficiales y Empleados Civiles de la Armada. (boletín N° 2155-02)
	56

	4
	Modifica la ley N° 18.291, que estructura y fija la Planta y Grados del Personal de Carabineros de Chile. (boletín N° 2126-02)
	56

	5
	Oficio del Senado por el cual comunica que ha rechazado la proposición formulada por la Comisión mixta, sobre el proyecto de ley que modifica los artículos 66 y 69 de la ley N° 19.253, sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Pueblos Indígenas, respecto de la constitución del dominio en la Isla de Pascua para los miembros de la comunidad Rapa Nui. (boletín N° 1686-06)(S)
	57

	6
	Oficio del Senado por el cual comunica que ha tomado conocimiento del rechazo de la Cámara de Diputados a algunas modificaciones propuestas por el Senado al proyecto que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales, en materias relativas al delito de violación, y del nombre de los señores diputados que integrarán la Comisión mixta que deberá formarse, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68, de la Constitución Política de la República. (boletín N° 1048-07)
	57

	7
	Informe de la Comisión mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica los artículos 66 y 69 de la ley Nº 19.253, sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Pueblos Indígenas, respecto de la constitución del dominio en la Isla de Pascua para los miembros de la comunidad Rapa Nui. (boletín Nº 1686-06)(S)
	58

	8
	Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, recaído en el proyecto que modifica el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal para perfeccionar las normas sobre libertad provisional y proteger a las personas de los delincuentes. (boletín Nº 2176-07)
	65

	9
	Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, recaído en el proyecto que crea juzgados y cargos que indica; divide la competencia de las jurisdicciones que señala, modifica la composición de la Corte de Apelaciones de San Miguel, modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley Nº 18.776. (boletín Nº 2135-07)
	76

	10
	Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto que crea juzgados y cargos que indica, divide la competencia de las jurisdicciones que señala, modifica la composición de la Corte de Apelaciones de San Miguel, modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley Nº 18.776. (boletín Nº 2135-07)
	105

	-
	Informes de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, recaídos en los siguientes proyectos:

	11
	Acuerdo relativo al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Gran Ducado de Luxemburgo. (boletín Nº 2075-10)
	120

	12
	Acuerdo relativo al Convenio sobre Seguridad social entre la República de Chile y la República de Austria. (boletín Nº 2076-10)
	137

	13
	Acuerdo relativo al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay. (boletín Nº 2082-10)
	152

	14
	Informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto que modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. (boletín Nº 2036-11)
	169

	15
	Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto que modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. (boletín Nº 2036-11)
	179

	16
	Oficio del Tribunal Constitucional, por el cual transcribe la resolución recaída en el proyecto que moderniza el sistema de remuneraciones del personal del Ministerio de Obras Públicas, de sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica. (boletín Nº 1767-09)
	182


 

 

XI. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Comunicaciones:

-Del Jefe del Comité del Partido Demócrata Cristiano, por la cual informa que el Diputado señor Lorenzini reemplazará en forma permanente al Diputado señor Ignacio Walker, en la Comisión Especial Investigadora del vertedero ubicado en el fundo Lepanto.

 

 

-Del Jefe del Comité del Partido Renovación Nacional, por la cual informa que la Diputada señora María Angélica Cristi será reemplazada en forma permanente por el Diputado señor Kuschel en la Comisión Especial para el desarrollo del Turismo.

-Del Diputado señor Palma, don Osvaldo, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 20 de junio próximo pasado.

2. Oficios:

-De la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, por el cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 229 y 235 del Reglamento de la Corporación, procedió a elegir como Presidente al Diputado señor Juan Bustos.

Contraloría General de la República
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-Diputado señor Navarro, concesión acceso norte a Concepción.

-Diputados señor Víctor Pérez y Navarro, Empresa Pawic Ltda.
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I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (102 )

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Bustos Huerta, Manuel PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

González Román, Rosa IND I 1

Gutiérrez Román, Homero PDC VII 37

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hales Dib, Patricio PPD RM 19

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24

Krauss Rusque, Enrique PDC RM 22

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Lorenzini Basso, Pablo PDC VII 38

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Ovalle Ovalle, María Victoria UCCP VI 35

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Pareto González, Luis PDC RM 20

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Recondo Lavanderos, Carlos UDI X 56

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soto González, Laura PPD V 14

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Con permiso constitucional estuvo ausente el Diputado señor Osvaldo Palma.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 6ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 7ª se encuentra a disposición de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

RÉPLICA A ALUSIÓN PERSONAL. (Aplica-ción del artículo 34 del Reglamento).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En conformidad con el artículo 34 del Reglamento, ha solicitado la palabra el Diputado señor Enrique Krauss.

Tiene la palabra su Señoría hasta por cinco minutos.

El señor KRAUSS.- Señor Presidente, en "Los Miserables", Víctor Hugo sostiene que es mucho más cómodo, existencialmente, ser esclavo que ser deudor, porque el esclavo entrega toda su personalidad al amo; en cambio, el deudor ve manipulada, denigrada y envilecida su dignidad por el acreedor. Eso les ha ocurrido hace algunos días a la Democracia Cristiana y al diputado que habla.

En circunstancias muy nítidas en la vida comercial, el partido Demócrata Cristiano es deudor de una agencia de viajes. Se trata de deudas contraídas por la administración anterior a la directiva que presido; pero, naturalmente, las hacemos propias y las honramos. Esta obligación, que no ha podido solucionarse hasta ahora en razón de que no se ha dispuesto de recursos -circunstan-cia que patentiza la situación económica de la mayoría de los partidos políticos, a los cuales se atribuyen falsamente tantos manejos inescrupulosos-, determinó la iniciación de una gestión de preparación de la vía ejecutiva. El diputado que habla facilitó la notificación del caso, no realizó ningún acto que eludiera la responsabilidad procesal, y la defensa reclamó en su momento la corrección del procedimiento invocando el artículo 389 del Código de Procedimiento Civil, según el cual los diputados, entre otras autoridades, están exentos de la obligación de prestar confesión en juicio en la sede de los tribunales. El tribunal acogió, de oficio, esta alegación y encomendó la diligencia al secretario. Frente a esta circunstancia procesal, la acreedora, en vez de instar por que la diligencia se llevara a la práctica, se dedicó a enviar notas a los diversos medios de comunicación, en las cuales entrega una versión falsa y tendenciosa de los hechos, pues afirma que me habría amparado en el fuero parlamentario para no ser enjuiciado.

Simplemente, se ha tratado de respetar la normativa vigente, la cual, además, atendido el contexto de las normas del Código de Procedimiento Civil en este aspecto, tiene carácter de obligatoria. Las afirmaciones de los comunicados, distribuidos a todos los medios de comunicación, se han transformado en un medio de presión ilegítimo que se fundamenta, ciertamente, en el posicionamiento público de la deudora y de su representante legal para lograr el pago de una deuda, el cual no se obtiene por impericia o lenidad profesional.

Esas informaciones eran tan burdas y carentes de asidero en la normativa vigente, que ningún medio las acogió, salvo "Las Últimas Noticias", que, en su edición del miércoles 17 de este mes, informa del caso, subtitulando: "Acción legal está dirigida contra Enrique Krauss" -lo cual es falso, porque está dirigida contra el partido Demócrata Cristiano, cuyo representante actual es Enrique Krauss- y agrega que se solicitaría mi desafuero.

Tales hechos son absolutamente incoherentes con la normativa vigente. Valiéndose de la situación política y social de la parte deudora, la acreedora, en una actitud poco ética y recurriendo a informaciones falsas y distorsionadas, da a conocer a la opinión pública antecedentes sobre el pago de una obligación en circunstancias de que cientos de ellas se ventilan en los tribunales de justicia, en un procedimiento que nadie cuestiona.

Se trata de una falta a las normas éticas de convivencia. Ningún deudor ha sido sometido al tratamiento informativo de que hemos sido objeto. Este caso está, como corresponde, en los tribunales de justicia.

Como se ha sostenido, estamos viviendo un período de grandes acontecimientos, pero flanqueados por las pequeñeces de los hombres.

Porque nos parece importante que la Cámara de Diputados sepa que nadie en la Democracia Cristiana hace uso arbitrario de los privilegios que le confiere la legislación vigente, hemos querido dejar constancia de estos hechos. Tenemos respeto por los colegas diputados, por la Cámara de que formamos parte, por nuestros electores y por la política, respecto de la cual estimamos que no constituye para nosotros un medio de vida, sino un modo de existencia.

He dicho.

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Gutenberg Martínez, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º Incluir en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria de mañana miércoles el proyecto que modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y considerarlo hasta su total despacho.

2º Facultar al Presidente de la Cámara de Diputados para poner discrecionalmente en las tablas de Fácil Despacho los proyectos de acuerdo internacionales que se encuentren ya informados.

3º Incluir en el primer lugar de la tabla del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 7 de julio el proyecto que crea juzgados y cargos que indica, divide la competencia de las jurisdicciones que señala, modifica la composición de la Corte de Apelaciones de San Miguel, modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley Nº 18.776.

El debate durará hasta una hora y media, al término del cual se procederá a despachar en su totalidad el proyecto.

4º Ubicar, en el primer lugar de la tabla del Orden del Día del miércoles 8 de julio, el proyecto que modifica el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal para perfeccionar las normas sobre libertad provisional y proteger a las personas de los delincuentes.

5º Rendir homenaje en memoria del destacado hombre público señor Juan Goñi el próximo miércoles 8 de julio al término del Orden del Día.

6º Celebrar sesión el próximo jueves 9 de julio, de 10.30 a 13.00 horas, con el objeto de analizar los alcances de la crisis asiática y las medidas adoptadas a su respecto. Para tal efecto, se distribuirán proporcionalmente 90 minutos entre las distintas bancadas. 

Se cursarán invitaciones a los señores Ministros de Hacienda y de Economía y al señor Presidente del Banco Central, autorizándose a este último para ingresar a la Sala.

 

 

VI. FÁCIL DESPACHO

ENMIENDAS A LA CONSTITUCIÓN DE LA UNESCO. Segundo trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo que aprueba las enmiendas introducidas a la constitución de la organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco).

Diputada informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, es la señorita Antonella Sciaraffia.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 1886-10 (S), sesión 1ª, en 30 de septiembre de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 16.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 9ª, en 17 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 5.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, informo acerca del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que tiene por objeto aprobar las enmiendas introducidas a la constitución de la organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), mediante las resoluciones Nºs 20.1 y 20.2, adoptadas en 1995 por la Conferencia General de dicha organización.

Como cuestión previa, estimo de interés recordar algunos antecedentes generales sobre esta organización internacional y la participación que en ella ha tenido nuestro país.

Chile, uno de sus estados fundadores, firmó la constitución de la Unesco el 16 de noviembre de 1946 y, posteriormente, procedió a ratificarla, previa aprobación por el Congreso Nacional.

La Conferencia General, compuesta por los representantes de sus 184 estados miembros, es el órgano facultado para enmendar la constitución de la Unesco. Estas enmiendas, por regla general, surten efecto desde el momento de su aprobación por la Conferencia. Excepcionalmente, las que impliquen modificaciones fundamentales en los fines de la organización o nuevas obligaciones para los Estados miembros, quedan sujetas a la ratificación por éstos antes de entrar en vigor (Nº 1 del artículo XIII de la constitución de la Unesco).

Las enmiendas sometidas a la consideración de la Cámara son las adoptadas por la Conferencia General en sus resoluciones 20.1 y 20.2, de 1995.

La Resolución 28 C/20.1 introduce dos modificaciones a la constitución de la Unesco.

En virtud de la primera, contenida en el Nº 1 de la resolución, la decisión de un Estado miembro de retirarse de la organización producirá efecto 24 meses después de su notificación al Director General, en lugar del 31 de diciembre del año siguiente, como lo dispone el actual párrafo 6 del artículo II.

La segunda modificación, dispuesta en el Nº 2 de la resolución, agrega al artículo IX, relativo al presupuesto de la Unesco, una norma que fija en dos años civiles consecutivos la duración del ejercicio económico de la organización, a menos que la Conferencia General decida otra cosa, y dispone que cada Estado miembro o asociado adeudará su contribución financiera correspondiente a la totalidad del ejercicio, pagadera por año civil.

Respecto del Estado que se retire, se establece que la contribución se calculará al momento en que el retiro se haga efectivo, mediante un prorrateo que abarque el período en que haya sido miembro de la organización.

En el primer trámite constitucional, el Ministerio de Relaciones Exteriores informó que esta modificación no afecta en modo alguno las obligaciones financieras de nuestro país para con la Unesco, debido a que ella sólo se refiere a la presentación del presupuesto de la organización.

La resolución 28 C/20.2 amplía, de cincuenta y uno a cincuenta y ocho, el número de los Estados miembros del Consejo Ejecutivo de la Unesco.

La participación de Chile en la Unesco es importante, por cuanto le permite pertenecer a un foro intelectual mundial que cumple una función irreemplazable en la cooperación intelectual internacional. Ser miembro de la organización significa para nuestro país estar integrado al pensamiento de vanguardia en temas y problemas éticos e intelectuales, a la reflexión y propuestas que tienen por objetivo promover y construir la paz sobre la base de un desarrollo con equidad, justicia y libertad para todos los seres humanos.

Chile tiene una activa participación en esta organización internacional. Desde 1993 es miembro de su Consejo Ejecutivo y también del Consejo Ejecutivo de la Oficina Internacional de Educación. Además, integra diversos comités intergubernamentales y colabora en grupos de expertos creados en su estructura. Esa participación ha permitido que la Unesco coopere en el financiamiento de proyectos de gran importancia nacional: educación especial, educación de adultos, educación preescolar, entre otros. 

Por otra parte, Chile ha comenzado a implementar planes de trabajo sobre comunicaciones, educación, ciencias sociales, gracias a su vinculación concreta con grandes seminarios internacionales de la Unesco, de los cuales nuestro país ha sido sede.

En otros aspectos destacables, cabe señalar que el parque nacional "Rapa Nui" ha sido inscrito en la lista de la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de la Humanidad, administrado por la Unesco.

La oficina regional de la Unesco para Chile apoya la ejecución del programa principal de educación para América Latina y el Caribe, el cual realiza un diagnóstico de los niveles de desarrollo de la educación en la región y define los principales desafíos del presente.

Desde 1996 se han inaugurado diversas cátedras Unesco en filosofía y democracia, en políticas públicas, en ética y política, en evaluación de programas de ingeniería, en ingeniería del medio ambiente y ciencias del mar.

Por todas estas consideraciones, la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana decidió recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación a las modificaciones, para lo cual propone sancionar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo ha hecho el honorable Senado.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pienso que debemos aprobar estas enmiendas de la Conferencia General de la Unesco, introducidas en 1995. Expreso esto porque uno de los aspectos preocupantes de los organismos internacionales es precisamente su financiamiento, y una de las modificaciones en discusión apunta en ese sentido.

Por otro lado, quiero recordar que nuestro país, el 16 de noviembre de 1946, fue uno de los fundadores de la constitución de la Unesco. Posteriormente, previa aprobación del Congreso Nacional de la época, procedió a ratificarla, pasando a formar parte de esta organización, relacionada con la educación, la ciencia y la cultura. Por eso, creo que debemos aprobar estas enmiendas, relativas a la constitución de un organismo que está trabajando, desde hace muchos años, en planes concretos de educación con nuestro país.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el proyecto de acuerdo.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

VII. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA. Primer trámite constitucional. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde ocuparse del proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que modifica la ley orgánica constitucional de Enseñanza, para incorporar el estudio de la ley de Tránsito a los programas de educación.

Está cerrado el debate y sólo se encuentra pendiente su votación. Como esta circunstancia no fue advertida a los señores diputados, podría practicarse en 15 minutos más, es decir, a las 11.45, para llamar a los que están sesionando en Comisiones.

Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

-Posteriormente, la Sala aprobó el proyecto en los siguientes términos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- De conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala, corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que modifica la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza. 

El proyecto contiene disposiciones que requieren quórum de ley orgánica constitucional.

Se ha presentado una indicación muy simple, y para los efectos de ser votada se requiere la unanimidad de la Sala. Es para modificar las dos menciones en singular del vocablo "droga", que aparece en las letras f) de los números 2 y 5 del proyecto, por su forma en plural, esto es, "drogas".

¿Habría acuerdo unánime de la Sala para votar la indicación en los términos explicados?

Acordado.

Para referirse a una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Diputado señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, antes de votar la indicación debe estar aprobado el texto, porque se trata de una indicación al texto propuesto por la Comisión de Educación. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, solicité la unanimidad para votar la indicación. Luego veremos el procedimiento a seguir.

¿Habría acuerdo para votar la indicación?

Acordado.

Solicito el acuerdo de la Sala para votar en forma conjunta el texto propuesto por la Comisión, con la indicación que consiste en reemplazar, en la letra f), nueva, del numeral 2, la palabra "droga" por "drogas", y en la letra f) del número 5, la expresión "provoca la droga" por "provocan las drogas". 

Acordado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado el proyecto con la indicación. 

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Alvarado, Álvarez, Arratia, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Elgueta, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Krauss, Kuschel, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Paya, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Recondo, Reyes, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Silva, Tuma, Ulloa, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR. Tercer trámite constitucional.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín Nº 85-07, sesión 8ª, en 16 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 2.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde conocer las modificaciones del honorable Senado al proyecto de ley que modifica el artículo 46 del Código de Justicia Militar.

Tiene la palabra el Diputado señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, corresponde pronunciarse sobre la modificación del honorable Senado al proyecto de ley, aprobado por esta Corporación, que modifica el artículo 46 del Código de Justicia Militar.

De origen en una moción, el proyecto tiene por objeto otorgar a los secretarios de los tribunales castrenses las funciones de archivero respecto de los procesos afinados y sobre los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por el Código de Justicia Militar.

El honorable Senado ha suprimido el inciso segundo del texto aprobado por la Cámara, que dice relación con las facultades de archivero que se otorgarían a los oficiales de las Fuerzas Armadas que, sin ser secretarios de tribunales castrenses, tengan a su cargo el archivo y custodia de los procesos, libros y documentos de la judicatura militar.

En definitiva, la Cámara Alta propone agregar al artículo 46 del Código de Justicia Militar un inciso segundo, en virtud del cual los secretarios de juzgados institucionales tendrán, además de las facultades que les confieren los artículos 380 y 475, inciso primero, del Código Orgánico de Tribunales, las responsabilidades de un archivero judicial y que se contemplan en los números 1º, letras a) y c); 2º, 3º y 4º del artículo 455, e inciso primero del artículo 456 del texto legal citado, respecto de los procesos afinados y sobre los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por el Código de Justicia Militar, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14, inciso final, del decreto con fuerza de ley Nº 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública.

Las funciones de archivero, custodio de los procesos y otorgante de los testimonios y certificados que pidieren los interesados respecto de los procesos afinados que deberán cumplir los secretarios de juzgados castrenses, se consideran plenamente acertadas, ya que es una forma de dar a la publicidad -y para los efectos históricos- lo actuado en los diversos procesos militares, como asimismo de los libros y demás documentos relacionados con dichos procesos.

El inciso segundo del artículo 46 propuesto por el honorable Senado establece, como limitante a las funciones de archivero que han de cumplir los secretarios de juzgados militares, la norma contenida en el artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, cuyo texto actual fue fijado por la ley Nº 18.771, de 1988.

Tal disposición nos parece absolutamente procedente, por cuanto con ella se cautela el secreto de la documentación que normalmente se incorpora a los procesos de jurisdicción militar, entendiéndose en ella aquellos documentos cuyo contenido se relaciona de manera directa con la seguridad del Estado, la defensa nacional, el orden público interior o la seguridad nacional.

Si se enviaran al archivo nacional los procesos que contienen este tipo de documentación, obviamente se vulneraría el secreto, lo que, en mayor o menor medida, podría comprometer la seguridad nacional.

Finalmente, cabe precisar que, aun cuando el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado ha considerado excluir a los tribunales en tiempo de guerra de las atribuciones de archivero que se confieren en virtud de este proyecto a los secretarios de juzgados militares permanentes, el texto aprobado por ella se refiere a "los procesos afinados y sobre los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por este Código". Al emplear esa expresión, se excluye también a los tribunales en tiempo de guerra, toda vez que ellos se encuentran regidos por el Código de Justicia Militar. En efecto, la organización de los tribunales en tiempo de guerra se encuentra contenida en el título II del libro primero del mencionado Código, en los artículos 71 a 91, y su procedimiento está definido en el título IV del libro segundo, en los artículos 180 a 196. En tal virtud, procede eliminar expresamente del proyecto de ley que nos ocupa la posibilidad de que se incluya a los tribunales en tiempo de guerra.

Dicha exclusión se justifica, por una parte, en lo que respecta a los secretarios, por el hecho de no existir secretarías permanentes de consejo de guerra, ya que éstos son nombrados por el presidente del respectivo consejo que se convoque, conforme lo dispone el artículo 185 del Código de Justicia Militar; y, por otra, porque los procesos de consejo de guerra, por su propia naturaleza, contienen múltiples documentos relacionados con la seguridad nacional, de los cuales no es posible otorgar certificados o testimonios a petición de cualquier interesado, como le correspondería al archivero judicial.

De este modo, debiera precisarse, a mi juicio, que las facultades que se confieren a los secretarios de los juzgados castrenses, en virtud de la modificación propuesta al citado artículo 46 del Código de Justicia Militar, debe referirse única y exclusivamente sólo a los procesos en tiempos de paz.

Para tal efecto, debiera intercarlarse en el artículo propuesto, entre las palabras "proceso" y "afinados", la expresión "de tiempo de paz".

Con el alcance señalado, la bancada de Renovación Nacional votará a favor de la modificación.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, quiero recordar que el proyecto, cuyo autor es quien habla, es uno de los más antiguos, pues se presentó en junio de 1990, debido a la experiencia que se vivió durante el gobierno militar, en el que existieron consejos de guerra, y después prosiguieron su trabajo, con toda la hipertrofia de la competencia, los tribunales en tiempo de paz.

Es sabido que los jueces letrados ordinarios, del mundo civil, luego de afinarlos, entregan los procesos a un funcionario, cuyo cargo lo establece el Código Orgánico de Tribunales, con el objeto de que se guarden en su integridad, ya que por contener numerosos instrumentos públicos adoptan la categoría de tales.

Además, dicho funcionario tiene la obligación de conservar los documentos y de dar copia fiel y auténtica de ellos. De esta manera, se guarda la verdadera historia y su autenticidad y fidelidad.

Sin embargo, en materia militar no existe precepto legal en el Código de Justicia Militar o en otra normativa que obligue a los tribunales, sea en tiempo de paz o de guerra, a archivar los procesos, con todas las obligaciones que tienen los archiveros judiciales hoy. Sólo una norma dice relación con la sentencia de primera y segunda instancias dictadas en los tribunales militares y en las cortes marcial y naval.

Por esa razón, presenté el proyecto para que se cumpla el papel de archivero. Primero, había propuesto a los mismos archiveros judiciales, pero con posterioridad, debido a la discusión habida en la Cámara, se estableció que esta obligación, sea en tiempos de paz o de guerra y sobre los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por el Código de Justicia Militar, se entregue a los secretarios de los juzgados militares.

La leve modificación propuesta por el Senado cuenta con mi completa aceptación, ya que, en su oportunidad, fui a exponer a su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre los fundamentos, texto y efectos de una disposición como la aprobada por la Cámara de Diputados.

El Senado estima que los secretarios de juzgados tienen algunas de las facultades entregadas a los archiveros por el artículo 455 del Código Orgánico de Tribunales, respecto de los procesos afinados y de los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por el Código de Justicia Militar, cuando incluye la frase: "sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14, inciso final, del decreto con fuerza de ley Nº 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública." No alude a la calidad de secretos de los documentos, libros o procesos, sino que a la obligación que existe respecto de todos los archiveros en relación con ellos y que, después de determinado número de años, obligatoriamente deben remitir al Archivo Nacional, que depende de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

En consecuencia, soy partidario de aprobar la norma tal como viene del Senado y me opongo a la modificación planteada por el Diputado señor Prokurica, que deja los archivos sólo para los tribunales en tiempos de paz, porque, según la experiencia histórica, la mayoría, por no decir la totalidad, de los procesos en época del llamado tiempo de guerra fueron destruidos o incinerados y desaparecieron, por lo que hoy es muy difícil obtener algún documento de ellos.

Me tocó actuar en muchos consejos de guerra en mi región, y posteriormente, cuando las personas han pedido copia del fallo que las ha afectado, ha sido imposible obtenerla, porque el expediente fue enviado a Santiago o a Valparaíso, a veces, y, en definitiva, jamás se ha obtenido documento alguno.

Naturalmente, tales procesos, y especialmente sus sentencias, interesan a los afectados, puesto que de ellas emanan las supuestas responsabilidades que habrían tenido en actos que se les imputaron en su tiempo. Las necesitan, muchas veces por razones laborales, de viaje o de otra índole, incluso para explicar a sus familias y amistades cuáles fueron las acusaciones, las respuestas, el tipo de fallo, los razonamientos, de manera que exista un antecedente escrito que no esté expuesto a desaparecer o a ser destruido fácilmente.

Por esa razón, todos los tribunales regidos por este Código -como lo propone el Senado- incluyen, naturalmente, a los que funcionan en tiempo de guerra, y aunque no tengan un secretario estable, sí intervienen en los consejos de guerra un ministro de fe y un auditor que dispondrán los medios para la conservación de estos documentos. 

En virtud de otras disposiciones del Código de Justicia Militar hay documentos secretos que sólo serán conocidos por las partes o por los abogados, que deben jurar que jamás revelarán su contenido, pero ésa es una materia absolutamente distinta de la que trata el proyecto.

Por lo tanto, considero que deberíamos aprobar la modificación del honorable Senado.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación la modificación del Senado. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 68 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor ULLOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

Sólo para dejar constancia de que, por un error en el tablero electrónico, mi voto, que es afirmativo, aparece como negativo.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, con su intervención ya queda constancia de ello.

Aprobada la modificación del Senado.

Despachado el proyecto en su tercer trámite constitucional. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Alvarado, Álvarez, Arratia, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Elgueta, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Kuschel, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Monge, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Paya, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Riveros, Rojas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Silva, Tuma, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Votó por la negativa el Diputado señor Ulloa.

REDUCCIÓN DE CONSIGNACIÓN EN APELACIONES ANTE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL. Tercer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- A continuación, corresponde ocuparse de la modificación del Senado al proyecto de ley que reduce el monto de consignación de la multa para apelar en causas de juzgados de policía local.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín Nº 2052-07, sesión 10ª, en 18 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 2.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, este proyecto, iniciado en moción de los Diputados señores Juan Antonio Coloma, Aldo Cornejo, Sergio Elgueta, Francisco Huenchumilla, Zarco Luksic y Sergio Ojeda; de los ex Diputados señores Andrés Aylwin, Rubén Gajardo, José Antonio Viera-Gallo y de la ex Diputada señora Martita Wörner, tiene por objeto eliminar la obligación de consignar el monto completo de la multa en los juzgados de policía local, en el caso de que la parte afectada dedujere recurso de apelación.

El actual artículo 33 señala que la parte condenada que desee apelar de la sentencia, deberá depositar previamente el valor de la multa en la tesorería municipal respectiva. Sin este requisito el recurso será denegado por el juez que pronunció el fallo. Su inciso segundo consigna que sólo son inapelables las sentencias definitivas dictadas en procesos por simples infracciones a la Ley de Tránsito que sólo impongan multas. 

Durante el estudio del proyecto por la Comisión, se rebajó al 20 por ciento el monto de la consignación, con un tope de 100 unidades tributarias mensuales.

En los fundamentos de la iniciativa se afirmaba que se hace completamente ilusoria la posibilidad de apelar a un tribunal superior, puesto que las multas, en el caso de leyes especiales sobre pesca, caza, bosque, protección del consumidor o alguna de las 33 que son de competencia de los juzgados de policía local, son elevadísimas e imposibles de consignar previamente. El depósito de una multa de 10 ó 20 millones de pesos para deducir la apelación transforma el recurso en imposible, siendo en la práctica un requisito o condición que impide su libre ejercicio.

Por otra parte, hacíamos notar que el Estado debe respetar el principio de revisión del fallo condenatorio por un tribunal superior, consagrado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como el derecho a un racional y justo procedimiento y la seguridad de que la ley no afectará los derechos en su esencia, ni pondrá condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.

Por esas razones el Senado fue mucho más allá que la Cámara: simplemente derogó el inciso primero del artículo 33 de la ley sobre procedimientos en juzgados de policía local, dejando vigente sólo su inciso segundo. El efecto de tal derogación del Senado es el siguiente: no será necesario consignar ni un centavo para deducir apelación en contra de las sentencias condenatorias dictadas por los juzgados de policía local, y se transforman en inapelables las sentencias definitivas dictadas en procesos por simples infracciones a la Ley de Tránsito que sólo impongan multas.

De ahí que estemos de acuerdo con la modificación del Senado para suprimir el inciso primero del artículo 33 y modificar el segundo, declarando inapelables las sentencias definitivas que impongan multas por simples infracciones a la Ley de Tránsito. Con ello, se hace verdadera justicia y se posibilita el recurso de apelación en los tribunales de policía local.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, recuerdo que cuando se comenzó a debatir este proyecto, la reflexión que se hizo en la Sala fue cómo entregar mayores instrumentos a los jueces de policía local, con el objeto de que pudieran resolver los diversos casos que llegan a su conocimiento, de manera que junto con reforzar el derecho de apelación frente a algunas resoluciones de los juzgados de policía local, se hiciera más viable la posibilidad de ejercer tal principio, sin tener que consignar el ciento por ciento del valor de la multa.

A modo de ejemplo, se destacó lo que ocurre en el sector forestal, en particular con los pequeños productores, por cuanto en muchas ocasiones, el hecho de tener que consignar el ciento por ciento de la multa, hacía inviable el ejercicio del derecho de apelación, profundizando de esa forma la informalidad en un sector que tiene gran interés por avanzar hacia su formalización y, por cierto, respetar las leyes.

Sin duda, la mayor flexibilización que introduce el Senado a lo aprobado por la Cámara en el primer trámite apunta en la dirección correcta. Por lo tanto, vamos a respaldar la modificación, en el entendido de que el principio de apelación a ciertas resoluciones que se tomen a nivel local garantiza en mejor forma el derecho de todos los ciudadanos a tener un debido proceso.

Con ese ánimo, respaldaremos la modificación del Senado, sin perjuicio -quiero dejarlo consignado- de que el recargo de trabajo que le hemos ido dando a los juzgados de policía local, debe hacernos pensar en cómo dotarlos en mejor forma.

Me parece pertinente plantear ese punto, ya que en los próximos días discutiremos, nuevamente, la creación de más juzgados; además, estamos debatiendo la reforma del Poder Judicial. No cabe duda de que han ido en aumento los casos que deben resolver los juzgados de policía local, y para que puedan actuar mejor, necesitamos reflexionar sobre cómo dotarlos de los recursos adecuados, tanto materiales como humanos, para que cumplan bien su labor, de manera que toda la gente tenga acceso a la justicia.

Aprobaremos las modificaciones del Senado, en el entendido de que fortalecen el derecho a la apelación en dichos tribunales.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en su momento, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, participamos de la idea de legislar, que implicaba hacer justicia respecto de lo que se entiende por principios básicos dentro de un ordenamiento social como, por ejemplo, que el afectado por una sentencia desfavorable de un tribunal pueda apelar.

El ejercicio de este principio, que es obvio y uno de los generales del derecho, en la práctica, se ve impedido por la cuantía de las consignaciones que deben efectuarse para deducir recursos de apelación contra las resoluciones de los juzgados de policía local que imponen multas significativas. En definitiva, como en la práctica se requiere una cantidad tan grande de dinero, se cumplen los plazos sin que se pueda interponer el recurso.

La Cámara de Diputados aprobó acotar el monto a un porcentaje del 20 por ciento del valor de la multa, con un máximo de 100 unidades tributarias mensuales, que me parece el principio correcto dentro de esta estructura. Pero el Senado fue más allá, como dijo el Diputado señor Elgueta. Tomó el principio de la Cámara de Diputados y lo llevó a su máxima expresión que, en el fondo, implica no exigir consignación para apelar de las resoluciones de los juzgados de policía local que apliquen multas.

Eso, obviamente, apunta en un sentido correcto, sin perjuicio de lo cual hay un último punto sobre el que tengo una duda: las multas por infracciones de la ley del Tránsito. Me habría gustado que en este caso, también se siguiera el principio general. Sin embargo, será una excepción, ya que la modificación del Senado dispone que serán inapelables las sentencias por infracciones a la ley de Tránsito que sólo impongan multas. Eso no apunta en un sentido correcto, pero son tantos los beneficios que se lograrán con esta iniciativa -insisto en que fue un planteamiento original de la Cámara de Diputados-, que la apoyaremos. Va a defender un principio y a resolver un problema práctico que se presenta cuando se requiere deducir recursos de apelación contra los fallos de los juzgados de policía local.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación la modificación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 60 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aprobada. 

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Alvarado, Álvarez, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Elgueta, Encina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Naranjo, Ojeda, Orpis, Ovalle (doña María Victoria), Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Ulloa, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vega, Vilches, Villouta y Walker (don Patricio).

MODIFICACIÓN DE CUANTÍAS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL. Tercer trámite constitucional.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse de las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto que modifica el Código de Procedimiento Civil, fijando cuantías que indica, en unidades tributarias mensuales.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín Nº 1935-07, sesión 10ª, en 18 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 1.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, el proyecto, presentado por la ex Diputada señora Martita Wörner y los ex Diputados señores Andrés Aylwin y Rubén Gajardo, y los Diputados Sergio Ojeda y quien habla, tiene por objeto eliminar el reajuste que la Corte Suprema debe realizar en enero, mediante auto acordado, para ajustar los sueldos vitales expresados en el Código de Procedimiento Civil respecto de las multas y la determinación de sus cuantías, y reemplazarlos por unidades tributarias, de manera de evitar que deba dictarse cada año.

En segundo lugar, sustituir las expresiones "diez sueldos vitales mensuales, escala A, del Departamento de Santiago" en el número 8 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil -referido al avalúo fiscal del bien raíz ocupado por el deudor con su familia- y en los números 9 y 12 del mismo artículo -que declaran inembargables los libros relativos a la profesión del deudor y los aperos, animales de labor y material de cultivo necesarios al labrador o trabajador de campo para la explotación agrícola- la cifra "$ 632.089", por "cincuenta unidades tributarias mensuales", respectivamente; lo que significa, estando la unidad tributaria en un poco más de 25 mil pesos, prácticamente 1.300.000 pesos.

Esta modificación tiene una utilidad social extraordinaria, porque nuestro Código de Procedimiento Civil declarará inembargable el bien raíz que ocupa el deudor con su familia, los libros relativos a la profesión del deudor y los aperos, animales de labor y material de cultivo necesarios al labrador o trabajador de campo, para la explotación agrícola, siempre que tengan un avalúo inferior a 50 unidades tributarias mensuales. Es una disposición eminentemente social que beneficiará a miles de personas humildes que se ven afectadas por la privación de sus casas, por el despojo de sus libros y elementos de trabajo de quienes trabajan el campo.

Por otra parte, el proyecto también tiene por objeto permitir que juicios ordinarios, de lato conocimiento, se tramiten como juicios de mínima o menor cuantía. En la actualidad, se consideran juicios de menor cuantía aquellos en que el monto de lo disputado sea superior a 18.856 pesos y que no pase de 377.241 pesos. La iniciativa propone que lo sean aquellos cuya cuantía supere las diez unidades tributarias mensuales y que no pase las cien.

En la práctica, el proyecto fue aprobado por el Senado en la misma forma en que lo aprobó la Cámara y viene sin ninguna modificación.

En consecuencia, sugiero aprobar lo resuelto por el Senado.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señora María Pía Guzmán.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, este proyecto, según lo señaló el Diputado informante señor Elgueta, fue aprobado por el Senado, casi sin modificaciones. Sin perjuicio de ello, en mi concepto, se han introducido modificaciones bastante relevantes, que se relacionan con el tope máximo por el cual se entiende que deben tramitarse de acuerdo con el procedimiento de menor cuantía.

Hasta ahora, el artículo 698 del Código de Procedimiento Civil establece que son juicios de mínima o menor cuantía aquellos de más de 18.856 pesos hasta 377.241 pesos, guarismos que la Cámara propone modificar por diez unidades tributarias mensuales y cien unidades tributarias mensuales, respectivamente. Pero el Senado amplió la competencia para los juicios de menor cuantía, señalando, en vez de cien, quinientas unidades tributarias mensuales como techo máximo. Es decir, se entenderá que son juicios de menor cuantía aquellos cuya cuantía sea inferior a 12 millones 500 mil pesos, monto que me parece desproporcionado y debería analizarse en una Comisión mixta.

Por otro lado, el tope máximo establecido por la Cámara de Diputados para los juicios de hacienda era de 1 millón 250 mil pesos, esto es, cincuenta unidades tributarias mensuales, y el Senado lo reemplaza por quinientas unidades tributarias mensuales, es decir, 12 millones 500 mil pesos.

Estoy de acuerdo con la ampliación, pero me parece exagerado lo propuesto. Por eso, considero que la iniciativa debe pasar a Comisión mixta para revisar el artículo 5º, que pasa a ser 6º del Senado, así como el número 2º.

Señor Presidente, concedo la interrupción que me solicita el señor Elgueta.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Elgueta, por la vía de la interrupción.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, creo que es un error enviar el proyecto a Comisión mixta, puesto que no ha habido una lectura fiel de lo aprobado por el Senado.

Las quinientas unidades tributarias mensuales se refieren al artículo 749, relativo a los juicios de hacienda y no a los de menor cuantía. La disposición actual es que se omitirán en el juicio ordinario los escritos de réplica y dúplica, siempre que la cuantía del negocio no pase de 377.241 pesos. Esa expresión y valores que la Corte Suprema fija cada año -como se suprime esa facultad- se transforman en quinientas unidades tributarias.

En consecuencia, creo que el proyecto debe despacharse.

Al comienzo de su tramitación se consultó a la Corte Suprema, la cual envió un informe favorable. Por otra parte, el Senado recabó la opinión del Instituto de Derecho Procesal Civil, el que le dio su completa aprobación.

En consecuencia, insisto en que se vote tal como viene del Senado.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Recupera el uso de la palabra la Diputada señora María Pía Guzmán.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, me preocupa la opinión planteada por el Diputado señor Elgueta, porque, al parecer, no ha leído el texto comparado entregado por la Cámara. En el número 2º, el Senado sustituye en el artículo 698 el guarismo "cien" por "quinientas".

Por lo tanto, propongo que el proyecto pase a Comisión mixta, porque no me parece pertinente que a los juicios de menor cuantía, aquellos que no tienen trámite de réplica ni dúplica, que sus sentencias serán inapelables y sólo con la posibilidad de formularse recurso de casación en algunos casos, se les establezca una cuantía tope de 12 millones 500 mil pesos, que es demasiado alta.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, comparto el planteamiento de la Diputada señora María Pía Guzmán, en el sentido de que la modificación no es menor, porque tiene que ver con el desarrollo de una serie de procedimientos que dicen relación con un tipo de justicia, especialmente accesible a los más pobres.

Como el Diputado señor Elgueta sostiene que la modificación es menor, deseo preguntarle, por su intermedio, qué ocurrirá con la distribución de las causas, cuántas se tramitarán de acuerdo con el procedimiento de menor cuantía y qué sucederá con los otros.

Eso es lo mínimo que se debe saber sobre la modificación del Senado, que amplía en gran medida el número de procesos que se tramitarán en forma más abreviada. En definitiva, qué ocurrirá en la práctica con el sistema judicial chileno en estas materias.

Me parece razonable el planteamiento de la Diputada señora María Pía Guzmán y debemos aclararlo de manera adecuada. Si no hay una respuesta favorable, compartiendo el criterio general del proyecto, también lo votaré en contra para los efectos de generar la Comisión mixta, instancia en la cual deberá buscarse el justo equilibrio respecto del tema.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Rocha.

El señor ROCHA.- Señor Presidente, me alegro de que la duda planteada por la Diputada señora María Pía Guzmán haya sido aclarada. 

Es sumamente riesgoso aceptar, de buenas a primeras, la fórmula que propone el Senado.

En consecuencia, creo que el proyecto debe ir a Comisión mixta.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier. 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, entiendo que hay diferentes interpretaciones respecto de la resolución del Senado.

Si la intención fuera la que señaló la Diputada señora María Pía Guzmán, soy partidario de enviar el proyecto a Comisión mixta, por cuanto dificulta que muchas personas, de ingresos menores, de sectores asalariados y medios, accedan en forma justa a la administración de justicia. Hay una gran cantidad de chilenos que son atendidos por las corporaciones de asistencia judicial y tengo mis dudas en cuanto a si estarían bien radicadas las causas cuando se trata de montos como los sugeridos.

Para no precipitarnos y en consideración a que el Diputado señor Elgueta tiene otra interpretación, sin que ello signifique una diferencia de ánimos, sugiero que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, para determinar si existe una interpretación única antes de enviarlo a la Comisión mixta. Si la opinión esbozada por la Diputada señora María Pía Guzmán, es lo que significa la proposición del Senado, lo enviamos a Comisión mixta.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, respecto del límite de los juicios de menor cuantía, efectivamente -aquí tengo el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia- el Senado consideró insuficiente la cantidad propuesta por la Cámara de Diputados de 100 unidades tributarias mensuales y, por eso, la elevó a 500. Dice que la cantidad señalada por esta Corporación no justifica la mayor latitud que significa el juicio ordinario con todas sus etapas. En su opinión, el propósito de someter un mayor número de causas al procedimiento de menor cuantía para obtener una más pronta resolución de la controversia, redunda en un evidente beneficio social, al ahorrar tiempo y trabajo de los tribunales y de los litigantes, sin alterar las reglas propias de un racional y justo procedimiento. Y eso sólo se conseguirá estableciendo un valor que recoja la evidencia práctica de los montos por los que se litiga hoy en los asuntos civiles, que son sustancialmente mayores. Luego de evaluar la situación, el Senado creyó apropiado que el procedimiento ordinario se aplique a las causas en que el valor de lo disputado sea de más de 500 unidades tributarias mensuales.

El juicio de menor cuantía, por consiguiente, sería aquél que supere las 10 unidades tributarias mensuales y no pase de 500. 

O sea, aquí no hay dos lecturas distintas, sino dos juicios diferentes. El Senado cree que este tope tiene que ser por sobre 500 unidades tributarias mensuales y la Cámara, en su época, pensó que bastaban 100. Eso tendría que dirimirlo la Sala o la Comisión mixta.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señora Pía Guzmán.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, estoy de acuerdo con lo propuesto, en orden a que el proyecto pase a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para que lo analice en forma rápida y, luego, lo votemos en la Sala.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Honorable Sala, hay una proposición del Diputado señor Juan Pablo Letelier, acogida por la Diputada señora Pía Guzmán, en el sentido de que este proyecto vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 

¿Habría acuerdo de la Sala para acceder a lo propuesto?

Acordado.

 

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

MEDIDAS EN FAVOR DE PENCO. (Vota-ción).

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Corresponde concluir la tramitación del proyecto de acuerdo Nº 61, cuya votación se encuentra pendiente.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 5 votos. Hubo 10 abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Álvarez, Bertolino, Caminondo, Coloma, Correa, Encina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Jaramillo, Longton, Longueira, Lorenzini, Masferrer, Mesías, Molina, Monge, Ojeda, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Rojas, Salas, Soto (doña Laura), Sánchez, Ulloa, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vega, Velasco y Vilches.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Mora, Mulet, Pareto, Saa (doña María Antonieta) y Villouta.

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Bustos (don Juan), Caraball (doña Eliana), Ceroni, Jarpa, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Montes, Naranjo, Pollarolo (doña Fanny) y Walker (don Patricio).

DESCENTRALIZACIÓN DE LA INVERSIÓN Y DE LOS GASTOS DE LOS RECURSOS PÚBLICOS.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 62, de los señores Galilea, don Pablo; Van Rysselberghe, Jiménez, Kuschel, Pareto, García, don José; Martínez, don Rosauro; señora Rosa González, señores Sánchez, Rojas, Monge, Ulloa, Ascencio, Lorenzini, Arratia, Núñez, Delmastro, Urrutia, Moreira, Jeame Barrueto, señora Laura Soto, señores García, don René Manuel; Correa, Galilea, don José Antonio; Ojeda, Bertolino, Alvarado, Hernández, Gutiérrez, Villouta, Prokurica, Mora, Rincón, Díaz, Tuma, Mulet, Jarpa y señorita Antonella Sciaraffia.

"Considerando:

1. Que muchas organizaciones del comercio que desarrollan sus actividades en las regiones han manifestado su molestia por las decisiones de servicios públicos y municipalidades con respecto a las compras de insumos en la Región Metropolitana, sin considerar siquiera cotizaciones en el comercio regional.

2. Que el Sindicato de la Construcción ha hecho saber la preferencia de sus asociados de trabajar con empresas regionales, pues sus propietarios e instalaciones tienen domicilio conocido y porque además a través de ellas se prefiere la contratación de mano de obra de la zona.

Que lo anterior ha contrastado con una costumbre histórica en que las empresas extrarregionales realizan grandes obras donde se traslada personal desde la zona central.

3. Que la Cámara Chilena de la Construcción ha insistido, cada vez que técnicamente corresponda, se pueda parcelar los contratos de obras públicas, vivienda y urbanismo, en montos que permitan a las empresas regionales acceder a dichas licitaciones ya que así no quedarían fuera de categoría por falta de capacidad económica.

En la Región de Aisén existen evidencias de adjudicaciones en paquetes que dejan sin ninguna posibilidad a las empresas locales. Por ejemplo, licitaciones que han tenido un solo contrato que dispone la construcción de 3 puentes, cuando lo conveniente habría sido licitar las obras en forma separada.

4. Que, a través de la decisión de compra de los servicios públicos y municipalidades en el comercio de la región, se ayudaría en forma efectiva a dinamizar la economía regional.

5. Que permitiendo al pequeño y mediano empresario de la construcción optar a obras públicas, cuyos contratos se enmarquen en las categorías que califiquen a las empresas regionales, se traduciría en:

a) Un ahorro fiscal por la mayor competencia, que se produce en las empresas que postulan a las obras.

b) Que las utilidades y los gastos de administración de dichos contratos queden en la zona.

c) Contratación de mano de obra local.

d) Mayor generación de ocupaciones nuevas.

6. Si bien tener y administrar un mayor número de contratos en regiones significa una mayor labor administrativa se considera que esto es parte importante de la función pública de los ministerios y municipalidades.

La Cámara de Diputados acuerda:

1. Solicitar al señor Ministro del Interior oficie a todos los servicios públicos y municipalidades para que consideren sistemáticamente en sus cotizaciones y compras a las empresas regionales.

2. Solicitar al señor Ministro de Obras Públicas y de Vivienda, dividir, cuando técnicamente sea posible, los contratos o licitaciones a objeto de que las empresas de la región correspondiente no queden fuera de categoría y puedan participar en las licitaciones".

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Pablo Galilea.

El señor GALILEA (don Pablo).- Señor Presidente, hemos patrocinado este proyecto de acuerdo como una forma de impulsar la descentralización, la regionalización en la inversión y en los gastos de los recursos públicos, produciendo con ello, sobre todo en las zonas extremas, la dinamización de la economía regional, un ahorro fiscal por la mayor competencia entre empresas, la mantención en las regiones de la utilidad y gastos de administración de las empresas que postulan a licitaciones públicas, la contratación de más mano de obra local y la generación de nuevos empleos.

Hemos formulado la proposición a petición de los sindicatos de la construcción, de las empresas relacionadas con obras públicas y vivienda y también de las cámaras de comercio locales, con el fin de dinamizar la economía de las regiones en general, y de las extremas en particular, y de que la inversión y los gastos públicos se concentren de preferencia en éstas.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra la honorable Diputada señorita Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, apoyo el proyecto, porque el país requiere mayor descentralización en el uso de los recursos.

El Presidente de la República ha manifestado en reiteradas ocasiones la voluntad del Gobierno de llegar del 21 al 42 por ciento de la inversión de los recursos públicos de decisión regional, lo cual pasa, en primer lugar, por realizar lo propuesto en este proyecto de acuerdo, en orden a que exista la voluntad efectiva de que participen las empresas regionales.

Estamos propendiendo, particularmente en las zonas extremas, a que se instalen nuevas industrias. Hay leyes que incentivan este propósito, pero los recursos públicos se gastan en el nivel central. 

Por lo tanto, solicito a los honorables colegas que aprobemos el proyecto de acuerdo y llamemos al Gobierno a dar instrucciones, en el sentido de que los recursos sean gastados con las empresas instaladas en las regiones.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

Si le parece a la Sala, el proyecto se aprobará por unanimidad.

Aprobado. 

BENEFICIOS ECONÓMICOS PARA NO DOCENTES.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 63, de los Diputados señores Prokurica, señora Prochelle, doña Marina; señores García, don José; Bertolino, Valenzuela, señora Saa, doña María Antonieta; señores Villouta, Ascencio, Velasco, señora Caraball, doña Eliana; señores Jiménez, Martínez, don Rosauro; Galilea, don Pablo; Pérez, don José; García, don René Manuel; Correa, Ortiz, Ojeda, Delmastro, Alvarado, Hernández, Gutiérrez, Kuschel, Rojas, Galilea, don José Antonio; Tuma, Mulet, Naranjo, Jarpa, Mora, y señorita Sciaraffia, doña Antonella.

"Considerando:

1º Que los paradocentes constituyen un grupo importante de personas, que hacen un aporte indispensable al desarrollo del proceso educacional.

2º Que el artículo Nº 15 de la ley Nº 19.464, estableció una subvención complementaria cuyo monto ascendió a $ 76.000 para los contratos vigentes a junio de 1995, que involucraba a los establecimientos educacionales municipalizados y particulares subvencionados. Este beneficio, de acuerdo al artículo, fue entregado por una sola vez.

3º Que resulta indispensable determinar de qué manera las municipalidades y los sostenedores privados han dado cumplimiento al artículo primero de la referida ley. Esto es que los montos asignados debían ser destinados íntegramente al personal no docente.

4º Que consideramos indispensable reparar el error legislativo, contenido en el artículo 7 inciso segundo, que hace referencia a un artículo no señalado, según el cual los sostenedores deberían distribuir los recursos recibidos, y que el Ministerio del ramo se comprometió a enviar a la brevedad, cosa que no se ha cumplido hasta la fecha.

5º Que consideramos importante reconocer a los no docentes esfuerzos que también realizan en el proceso educacional del que son parte, como se hace con los docentes en materias como:

a) Asignación de zona.

b) Asignación de perfeccionamiento.

c) Incentivo para acceder a una jubilación.

d) Jornada laboral de 44 horas.

e) Asignación por desempeño difícil o en establecimientos de excelencia.

f) Otros temas que quedaron pendientes en la tramitación de la ley Nº 19.464.

6º Que considerando la realidad económica que tiene este sector, el Gobierno le entregó un bono compensatorio por ley.

Por lo anterior, proponemos a la honorable Cámara apruebe el siguiente proyecto de acuerdo:

Se oficie a su Excelencia el Presidente de la República, estudie el envío de un proyecto de ley, que recoja las inquietudes que por diversos canales han sido planteadas por los representantes de este gremio, al Congreso Nacional y de la misma forma estudie la posibilidad de entregar un nuevo bono como el dado en la ley Nº 19.464".

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, con parlamentarios de distintas bancadas hemos presentado este proyecto de acuerdo, porque, a nuestro juicio, los paradocentes, auxiliares y administrativos cons-tituyen un grupo de personas que, sin ser docentes, hacen un aporte indispensable al proceso educacional. Sin embargo, su esfuerzo no es ni ha sido bien reconocido. Sin duda, es el sector de la educación que está en peores condiciones de remuneraciones y al cual no se le reconoce una serie de beneficios que se ha dado al sector educacional.

Creemos importante reconocer a los no docentes el esfuerzo que ellos realizan en el proceso educacional del que forman parte, como se hace con los docentes en materias como asignación de zona, asignación de perfeccionamiento, incentivos para acceder a jubilación, jornadas laborales parejas -en algunas partes cumplen jornadas de 44 horas y en otras municipales tienen un trato distinto-; asignación por desempeño difícil o en establecimientos de excelencia, que fue reconocida para los docentes pero no para ellos, y otros temas que quedaron pendientes en la tramitación de la ley Nº 19.464.

Por eso, pedimos que se oficie a su Excelencia el Presidente de la República para que estudie con el Ministro de Educación el envío de un proyecto que recoja las inquietudes planteadas, que han hecho llegar los representantes del gremio, por diversos canales, a los parlamentarios y a la Comisión de Educación, con el fin de superar esos problemas y, especialmente, de entregar un nuevo bono como el otorgado por la ley Nº 19.464.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el tema de los paradocentes se planteó ya en los años 1990-1991, a raíz del estudio del estatuto docente para el magisterio.

En esa ocasión, hice presente la necesidad de dictar también un estatuto para los no docentes, por tratarse de un segmento de vital importancia dentro del proceso educativo.

Debo expresar que en ese instante existió la posibilidad de que ingresara un proyecto que establecía un estatuto para esos casi 35 mil funcionarios, pero sucedieron muchas cosas en el camino.

Comenzamos con una asignación especial en las leyes de Presupuestos de la Nación de los años 1991, 1992, 1993 y 1994. Luego, se manifestaron diversas inquietudes y, lamentablemente, se rechazó la idea de seguir adelante con el estatuto para los no docentes. 

Al final, terminamos en la ley Nº 19.464, cuyo artículo 15 estableció una subvención complementaria que es inversamente proporcional, pues depende del número de esos funcionarios en los respectivos establecimientos educacionales.

Creo de justicia retomar el tema. La bancada de la Democracia Cristiana, que ha sido la impulsora de esta materia, concuerda en que el Presidente de la República dé las instrucciones respectivas a los Ministros de Hacienda y de Educación para que se legisle sobre este grupo tan importante de funcionarios de la educación.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

Aprobado.

INVESTIGACIÓN DE CONTAMINACIÓN EN LAGO LANALHUE.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 64, de los señores Sánchez, Letelier, don Juan Pablo; Bertolino, Galilea, don Pablo; Martínez, don Rosauro; Palma, don Osvaldo; Arratia, Delmastro, Olivares, Pareto, señora Caraball, doña Eliana; señores Pérez, don Aníbal; Navarro, Jiménez, Letelier, don Felipe; Leay, señora Soto, doña Laura; Pérez, don José; Ortiz, Ojeda, Gutiérrez, Rincón, Mora, Rojas, Díaz, Tuma, Naranjo, Jarpa y señorita Sciaraffia, doña Antonella.

"Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 48, Nº 1, de la Constitución Política de la República, y 295 del Reglamento de la honorable Cámara.

Considerando:

1º Que durante una visita inspectiva de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, en la zona precordillerana de la VIII Región, desarrollada con el fin de estudiar en terreno la situación que afecta a diversas comunidades mapuches de esa zona, los parlamentarios de la Comisión constataron la grave situación producida en el lago Lanalhue, fruto de un serio derrame de combustibles líquidos en el estero El Peral, afluente natural del citado lago, ocurrido el día sábado 30 de mayo del corriente.

2º Que la Armada de Chile, a través de la Dirección Nacional del Territorio Marítimo y el Litoral, es la autoridad competente legalmente para enfrentar este tipo de emergencias e idónea técnicamente para abordarlas, sólo fue notificada al tercer día de ocurrido el incidente, por parte del Servicio de Salud de Arauco, con lo cual queda de manifiesto un inexcusable retardo de parte de las autoridades locales y del personal policial y de emergencia que estaba en conocimiento de los hechos.

3º Que examinada la normativa legal vigente, a saber, el decreto supremo Nº 1, del año 1992, que aprueba el "Regla-mento para el Control de la Contaminación Acuática" y el decreto supremo Nº 90, del año 1996, que aprueba el "Reglamento de Seguridad para el almacenamiento, refinación, transporte y expendio al público de combustibles líquidos derivados del petróleo", se aprecia que existen vacíos respecto a la seguridad en el transporte de sustancias susceptibles de causar contaminación en el entorno, como asimismo, existe una falta de preparación y planes de contingencia por parte de las autoridades locales para abordar emergencias ambientales de esta naturaleza. Esto se agudiza con las limitaciones de recursos humanos y materiales que tienen los organismos fiscalizadores como la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

4º Que existe una multiplicidad de organismos públicos con competencias concurrentes en incidentes medioambientales, lo cual se constituye en un obstáculo para el adecuado tratamiento de los siniestros descritos, por lo cual es imperativo para la Administración Pública trabajar en pro de una real coordinación que permita una reacción eficaz y oportuna ante la ocurrencia de fenómenos contaminantes.

5º Que, por el mérito de lo expuesto, se hace necesario por una parte una exhaustiva investigación de los hechos ocurridos en el lago Lanalhue como una revisión acabada de los planes de contingencia para limitar las nefastas consecuencias que este tipo de sucesos ocasionan en los recursos hídricos, hidrobiológicos y paisajísticos de enorme potencial turístico y de la regulación legal y administrativa del transporte de combustibles y otras sustancias peligrosas.

Los diputados que suscriben, vienen en proponer a la honorable Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de acuerdo:

Ofíciese a su Excelencia el Presidente de la República con el objeto de que, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro Secretario General de la Presidencia para que, a través de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, se realice una exhaustiva investigación de los hechos acaecidos en el lago Lanalhue, como asimismo, que se estudie por parte de los Ministerios de Economía y de Minería y de la Comisión Nacional de Energía la actual regulación y fiscalización del cumplimiento de los estándares de seguridad aplicables al transporte de combustibles líquidos y otras sustancias peligrosas o dañinas para el hombre y el medio ambiente".

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Sánchez.

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, presentamos el proyecto de acuerdo, porque consideramos que el incidente que produjo graves daños a los recursos hídricos, hidrobiológicos y paisajísticos del lago Lanalhue, ubicado aproximadamente a 130 kilómetros al sur de la ciudad de Concepción, en la provincia de Arauco, ha dejado en evidencia la falta de preparación de las autoridades locales y regionales para reaccionar oportuna y eficazmente frente a hechos de esta naturaleza.

En efecto, el accidente de un camión de transporte de la empresa distribuidora de combustibles Apex se produjo al volcar éste en la cuesta Tendida, aledaña al estero El Peral, debido, según se informó por la prensa local y nacional, a una mala maniobra del conductor y por el exceso de velocidad del móvil. Como consecuencia, se derramaron 8.500 litros de combustible, el que se ha filtrado, a partir de ese accidente, a través de algunos afluentes, hasta el mismo lago.

Al rescate del herido concurrió Carabineros, Bomberos y luego se hizo presente personal municipal, y -aquí viene lo más grave- recién tres días después, el Servicio de Salud de Arauco notificó a la Armada de Chile, a través de su Gobernación de Puerto en Talcahuano, el hecho del derrame, a fin de que se activaran los dispositivos previos por su Centro de Control y Combate de Contaminación, único ente público técnico experto en contaminación acuática en Chile.

Además, se han revelado graves vacíos en la actual normativa contenida en el decreto supremo Nº 90, de 1996, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, pues si bien se regulan detalladamente los estándares de seguridad del transporte de combustibles, se deja todo el peso de la seguridad y del control a las propias empresas de distribución y no considera programas de contingencia para enfrentar incidentes de esta naturaleza. Más aún, es preciso que la Administración se involucre en un mayor nivel, con el objeto de desarrollar una planificación que determine, por ejemplo, rutas seguras para el transporte de estos elementos peligrosos que pueden causar daños permanentes a los ecosistemas afectados.

Fundados en las razones expuestas, solicitamos la aprobación del proyecto de acuerdo que pretende, junto con determinar fehacientemente los hechos acaecidos, incentivar una revisión de la normativa y de los estándares de seguridad en el transporte de combustibles y de otras sustancias nocivas para el hombre y el medio ambiente.

Por lo tanto, solicitamos se oficie a su Excelencia el Presidente de la República con el objeto de que, si lo tiene a bien, se sirva instruir al Ministro Secretario General de la Presidencia para que, a través de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, se realice una exhaustiva investigación de lo acaecido en el lago Lanalhue, que no es un hecho aislado, como asimismo se estudie por parte de los Ministerios de Economía, de Minería y de la Comisión Nacional de Energía, la actual regulación y fiscalización del cumplimiento de los estándares de seguridad aplicables al transporte de combustibles líquidos y otras sustancias peligrosas o dañinas para el hombre y el medio ambiente.

Lo anterior tiene especial relevancia en la actualidad dado que, como es de conocimiento público, el transporte de carga con diferentes grados de peligrosidad ha aumentado enormemente por las carreteras y caminos del país. Incluso, en este caso particular, dada la deficiente capacidad de reacción del país frente a situaciones como la señalada, se ha postergado por un mes la total solución del problema.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Rocha.

El señor ROCHA.- Señor Presidente, no sé si la lealtad es una fruta muy escasa en la Cámara de Diputados, pero habría deseado que al presentarse el proyecto de acuerdo, por lo menos se hubiera consultado a los diputados de la provincia de Arauco. Me he impuesto de esto al llegar a la Sala.

No obstante los fundamentos serios planteados por el Diputado señor Sánchez, debo señalar que en estricto rigor la situación es diferente de como él la ha presentado. Hubo un accidente de un camión que provocó el derrame de una cantidad menor de petróleo en un lugar bastante alejado del lago Lanalhue. El derrame importante se produjo al día siguiente, cuando se trató de trasvasijar el combustible del camión volcado hacia otro depósito.

En consecuencia, existió un hecho grave no en la forma relatada por el Diputado señor Sánchez. He estado en el lugar, preocupado del asunto. Creo importante hacer esta objeción, porque los diputados que representamos un sector geográfico del país debemos mantener ciertos márgenes de lealtad y consultar cuando los hechos afectan al sector que representan.

Con esta salvedad, para que se tenga en cuenta a futuro, pido que se apruebe el proyecto.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

Aprobado.

 

 

IX. INCIDENTES

SALUDOS A BOMBEROS DE CHILE EN SU DÍA NACIONAL. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, el 30 de junio se celebra el día nacional del bombero voluntario en Chile. En nombre de mi bancada, y ojalá de toda la Corporación, quiero saludar a los más de 30 mil voluntarios, agrupados en más de 260 compañías, que se coordinan a través de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos que preside don Octavio Hinzpeter Blumsack.

Hoy, nuevamente reafirman su compromiso de salvar la vida y la propiedad ajena. Son muchas las vidas que se han entregado para ayudar y proteger a los chilenos. En la práctica, en Chile los bomberos son parte de la seguridad ciudadana y, además, es importante destacar que entregan, en particular al Estado, un subsidio; es decir, aunque sea vergonzoso reconocerlo, los bomberos pagan por ayudar a sus hermanos.

Por lo anteriormente expuesto, en nombre de nuestra bancada, solicito enviar al presidente de la Junta Nacional, don Octavio Hinzpeter, como asimismo a los superintendentes de cada uno de los cuerpos de bomberos del país, nuestro más cariñoso y cordial saludo con motivo de la celebración de su día nacional.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Como hay acuerdo unánime de la Sala, se enviará, en nombre de la Cámara, notas de salutación al señor Octavio Hinzpeter y a los superintendentes de los cuerpos de bomberos del país.

ALCANCES SOBRE TRATADO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA SUSCRITO CON PERÚ.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señora Rosa González.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, en estos momentos todo Chile sabe que se ha firmado un tratado de complementación económica con Perú. Nuestra región, al igual que los señores diputados, se enteró de este hecho por informaciones aparecidas en la prensa de hoy.

En reiteradas oportunidades, el Gobierno ha dicho que el sector privado y los empresarios son el motor de desarrollo de nuestras regiones; pero cuesta un poco creer eso, ya que respecto de este acuerdo de complementación no fueron consultadas las principales autoridades de las provincias de Arica, Parinacota e Iquique.

Todo Chile sabe que existen tratados pendientes con Perú y Bolivia desde 1904; pero como esos temas son de la exclusiva responsabilidad del Ministerio de Relaciones Exteriores, no podemos inmiscuirnos en ellos. También es importante destacar que existen serias discrepancias en cuanto a los tratados con Perú, y que los representantes de la gente del norte, afectada directamente por este tratado de complementación económica, desean tener respuestas específicas sobre varios asuntos que nos interesan:

1º ¿Por qué aún no se ha constituido el Comité de Fronteras Chileno-boliviano, en circunstancias de que había instrucciones precisas del Presidente de la República para conformarlo antes de 1992?

2º ¿Por qué el Cristo de la Paz permanece todavía mirando hacia el suelo en un recinto que sólo le causa deterioro? Recordemos que ese monumento, construido en 1986, costó 4 millones de dólares, y que el valor de su infraestructura es superior a los 2 millones de dólares.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ruego a los señores diputados guardar silencio y escuchar atentamente a la Diputada señora Rosa González, que está exponiendo un tema muy interesante para la zona norte de nuestro país.

Puede continuar su Señoría.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, no es un problema que sólo afecte al norte, pues los tratados con otros países incumben a todo Chile. Recordemos que en estos momentos está pendiente el tratado sobre Campo de Hielo Sur, y nadie podría decir que él concierne sólo al sur de Chile.

3º ¿Por qué permanecen en el puerto de Arica acopios de minerales terriblemente contaminantes, en circunstancias de que, de acuerdo con los tratados de 1904, 1917 y 1929, refrendados en 1933, el Gobierno acordó entregar un terreno, ya adquirido, cuyo costo es de 200 mil dólares, el cual, por la burocracia gubernamental y por efectos de la ley de impacto ambiental, ya no sirve en 1998, situación que sigue causando conflictos a la comunidad y al Gobierno?

4º ¿Por qué el Estado permite que empresas privadas bolivianas, sin comunicación alguna con los principales involucrados, dejen cesantes a 170 trabajadores, lo que perjudica directamente a 450 familias?

5º ¿Por qué no se autoriza a naves chilenas para recurrir a las cláusulas quinta y sexta del tratado sobre política de cielos abiertos para efectuar vuelos a Rondonia y Cuiabá, ciudades que, según el Gobierno, son de especial interés para el norte de Chile y nuestros principales socios comerciales en esa zona?

6º La pregunta más relevante es la siguiente: ¿Por qué, cuando el Canciller y sus asesores viajan a negociar temas de vital importancia para el norte, en especial para la Primera Región, no lo hacen acompañados por los intendentes, gobernadores, alcaldes, parlamentarios y empresarios que, día a día, viven los problemas de la zona?

7º ¿Por qué seguimos pensando que la ley de regionalización y descentralización es sólo letra muerta, porque, en realidad, no se llevan a cabo las acciones que en ella se establecen?

Podríamos señalar muchos temas relacionados con problemas que afectan al norte y, por lo tanto, a Chile entero, que todos tenemos el mayor interés de solucionar; pero, como fácilmente se puede apreciar, la gente del norte no puede resolver problemas que -reitero-, son de exclusiva responsabilidad de la Cancillería, por lo cual son tratados en Santiago sin consultar a la gente. En definitiva, los afectados se imponen de las noticias sólo a través de la prensa, pese a que los acuerdos deberían ser tomados en conjunto con ellos.

He dicho.

REPOSICIÓN DEL PUENTE GRANADEROS EN LA COMUNA DE MULCHÉN. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, me referiré a la necesidad de materializar un proyecto de reposición del puente Granaderos o Coronado, existente sobre el río Bureo, de la comuna de Mulchén.

Se trata de una infraestructura de larga data, cuya existencia sobrepasa los 50 años, montada sobre pilares en base a rieles con una carpeta de rodado y barandas de madera, con un ancho que permite el tránsito sólo en un sentido. Hoy, su estado es peligroso, al extremo de que la Dirección de Vialidad limitó la carga por camión hasta no más de 8 toneladas para salvar cualquier responsabilidad frente a un eventual accidente.

La sub-base del puente presenta serias deficiencias técnicas, derivadas de una vida útil agotada, que son evidentes y perceptibles para cualquier persona. Por ejemplo, en su extremo poniente, el puente presenta una inclinación pronunciada a raíz de que los pilares, como las bases que sustentan la carpeta de rodado, han cedido, lo cual constituye un serio peligro. También es necesario consignar que su cubierta y barandas, por ser de madera, en forma permanente son objeto de robos por parte de vecinos irresponsables, lo cual agrava más aún su crítica situación.

Dicho puente reviste especial importancia para Mulchén, porque permite la comunicación con las comunas vecinas de Quilaco y de Santa Bárbara y, además, con el Alto Biobío, porque pasa por él la producción forestal, agrícola y ganadera de un vasto sector interior de la comuna, destinada a los grandes centros de consumo. Además, une a la comuna con todo el sector precordillerano, lo cual tiene mucha importancia ahora, cuando se está complementando la denominada Ruta de la Madera, que permitirá llevar toda la producción forestal hacia el puerto de Talcahuano.

Desde el punto de vista turístico, dicho puente tiene una importancia significativa para la ciudad de Mulchén, pues se espera que sea el despegue para potenciar una actividad económica de extensos sectores de la población, ya que tanto la agricultura y la ganadería, como toda la actividad del campo, atraviesan ahora por una situación conflictiva.

Por esas razones, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas para que estudie la factibilidad de llevar adelante el proyecto de reposición del puente Granaderos, en la comuna de Mulchén.

He dicho. 

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

DEMORA DEL SERVIU EN EJECUCIÓN DE OBRAS EN VIÑA DEL MAR Y CONCÓN. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la UDI, tiene la palabra el Diputado señor Gonzalo Ibáñez. 

El señor IBÁÑEZ.- Señor Presidente, con motivo de las obras de repavimentación de importantes vías de comunicación al interior de la comuna de Viña del Mar, como las calles Uno Norte, San Martín, Viana y avenida Marina, se dispuso que la calle Valparaíso fuera utilizada por la locomoción pública y por camiones, comprometiéndose el director del Serviu, Quinta Región, a reponer el pavimento una vez superada la emergencia, pues se preveía su destrucción. Así acaeció, pero el Serviu no cumplió con su compromiso. De eso hace ya más de tres años y la calle Valparaíso, una de las más importantes de la ciudad, permanece en un estado lamentable.

Por otra parte, con motivo de la construcción por parte del Serviu, Quinta Región, de una población en terrenos de la Refinería de Petróleos de Concón, RPC, el sistema empleado para evacuar las aguas lluvia de esa población produjo en 1997, como efecto, que esas aguas fuesen a parar a otro sector de Concón, conocido con el nombre de Los Romeros, causando en él anegamientos y otros destrozos.

Requerido el director del Serviu para remediar esta situación, se comprometió a elaborar un proyecto destinado a permitir la absorción de esas aguas en la misma población. Quedó de presentarlo el 30 de mayo, pero hasta la fecha nada ha sucedido.

Por estos motivos, solicito que se oficie al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo para que explique el retraso que ha evidenciado el director del Serviu, Quinta Región, en el cumplimiento de dos compromisos asumidos públicamente hace ya mucho tiempo, cuyo incumplimiento irroga graves perjuicios a las comunas de Viña del Mar y de Concón, respectivamente.

He dicho. 

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, al cual adhieren la Diputada señora Laura Soto, del PPD, y las bancadas de los partidos Socialista, Renovación Nacional y UDI.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO Y CONSTRUCCIÓN DE NUEVA ESCUELA PARA PUERTO FUY. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra, por tres minutos, el Diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, durante el transcurso de la reciente semana distrital, una vez más tuve la oportunidad de tomar contacto con los habitantes de diversas comunas, entre ellos con los del sector de Puerto Fuy, ubicado en un sector cordillerano de la comuna de Panguipulli, a orillas del lago Pirihueico, límite con la República Argentina.

En esa hermosa localidad habitan alrededor de 500 personas que han construido más de 85 casas; pero aún permanecen allí 30 familias en calidad de allegadas. Cuentan con una escuela básica, una estación médico rural y una sede social, que a la vez funciona como jardín infantil.

A pesar de su hermoso entorno y de sus esforzados habitantes, que realizan actividades en los límites de nuestro país, esa comunidad ha visto frustrado su desarrollo por un grave problema que afecta todo su quehacer: la totalidad de los vecinos de Puerto Fuy aún no cuentan con los títulos de dominio sobre los terrenos en que han construido sus hogares.

Como comprenderá la honorable Corporación, esto provoca gran incertidumbre sobre el futuro de esas familias y, de hecho, varias de ellas han postergado por mucho tiempo la realización de mejoras en sus viviendas. Constaté que gran número de baños se encuentran encajonados. Sus habitantes no se atreven a construirlos debido a que no saben qué pasará con sus viviendas, a pesar de que viven en ellas por más de 30 años. El caso es curioso, pero ésa es la situación de nuestra gente que vive en lugares apartados.

Sin embargo, esa irregularidad no sólo afecta en forma individual a los habitantes, sino también como comunidad. Han visto frustrados una serie de proyectos de carácter social que permitirían un notable mejoramiento de sus condiciones de vida, como es el caso de la construcción de una nueva escuela, pues la existente no cumple con las condiciones básicas para el buen desarrollo de las actividades escolares, además de funcionar en un terreno que es propiedad de una empresa que opera en la zona.

El proyecto para la construcción de un nuevo establecimiento ha sido aprobado por las autoridades regionales; sin embargo, aún su concreción depende de la regularización de lo descrito.

Este problema se repite en muchas localidades de la provincia de Valdivia o pueblos de las diferentes regiones del sur.

El Ministerio de Bienes Nacionales está al tanto de la situación y ha tratado, en la medida de sus posibilidades, de ir solucionando los casos más urgentes. 

Dada la situación estratégica de este pueblo por su condición limítrofe, solicito que se oficie al Ministro de Bienes Nacionales, con la inclusión del texto de mi intervención, para que disponga la realización de los estudios -se debe comprender el ejercicio de la soberanía que conlleva la presencia de nuestros connacionales- en forma urgente y dé pronta solución al problema que afecta a un millar de compatriotas que espera de sus autoridades el apoyo necesario para bregar por el desarrollo de su comunidad.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio, en los términos solicitados por su Señoría, con la adhesión de las diversas bancadas, con excepción de la UDI.

SUSPENSIÓN DE COMPRA DE AVIONES PARA LA FUERZA AÉREA DE CHILE.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sánchez.

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, en los medios de comunicación social se ha informado profusamente acerca de la preocupación de las autoridades económicas, representadas, a nivel gubernamental, por los Ministros de Hacienda y de Economía, y del Banco Central de Chile, en particular por su presidente, don Carlos Massad, por los efectos de la denominada crisis asiática.

Aparentemente, Chile y Brasil serán los países con economías emergentes más afectados por las vicisitudes de los mercados financieros de Asia, que han puesto luz roja a la economía mundial durante el primer semestre de este año.

Nuestras fuertes vinculaciones con los mercados del Lejano Oriente, derivadas de altas tasas de intercambio comercial y de la presencia de inversionistas orientales en nuestra economía, nos hacen más propensos a resentir la contracción y consecuente recesión de la economía nipona y de los países del sudeste asiático.

El Ministro de Hacienda, junto al titular del instituto emisor, ha anunciado públicamente una serie de medidas para disminuir el impacto de la crisis. Así, se ha dispuesto un ajuste fiscal en la Administración Pública, particularmente a nivel ministerial, que importa un ahorro de 200 millones de dólares, con el objeto de limitar el gasto público a no más del 5,5 por ciento del producto para este año.

Asimismo, se postergaron, temporalmente, gastos programados -entre ellos la licitación del servicio de transporte ferroviario de pasajeros de la red sur-, y se rehízo el calendario de obras de ejecución, directa o mediante licitación, a particulares del Ministerio de Obras Públicas.

Sin embargo, la medida más notoria, por su incidencia política, es la orden de suspensión de la compra, por parte de la Fuerza Aérea de Chile, de aviones caza, mediante los cuales se pretendía reemplazar aeronaves en estado de obsolescencia.

Esta medida -según algunos, sorprendió a los altos mandos institucionales- tiene la virtud de reafirmar un principio de buena administración olvidado a veces durante la historia reciente de nuestro país: que la economía militar en su conjunto, o sea, la formulación del presupuesto de Defensa, la fuente de financiamiento del mismo y su gasto y evaluación, deben estar a la par de las circunstancias económicas y financieras que vive el país.

La política de defensa, tan claramente explicitada en el Libro de la Defensa Nacional, de reciente publicación, debe orientarse a la creación de una fuerza disuasiva que permita conjurar las amenazas y peligros a la soberanía nacional y a la integridad territorial del país; pero, al mismo tiempo, ella debe dar cuenta del hecho de que, pese a los avances logrados en las últimas décadas, seguimos teniendo una economía de tamaño menor en relación con América latina y el mundo, con altos índices de pobreza y marginalidad, y sometida, por su apertura al exterior, a los vaivenes de la economía global.

Saludamos esta medida, porque con ella se demuestra a la comunidad nacional e internacional que la conducción de la política de Defensa Nacional está en manos de quien nunca debió abandonarla: el gobierno civil legítimamente constituido.

He dicho.

FIRMA DE ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA ENTRE CHILE Y PERÚ. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, el 22 de este mes me correspondió, por invitación del Gobierno, asistir a la firma del acuerdo de complementación económica entre Chile y Perú, que generará un enorme beneficio para Arica -región que represento en la Cámara- en el corto, mediano y largo plazo.

Si dicho acuerdo debió o no ser ratificado por el Congreso, es materia que deberá resolverse por la interpretación de las normas que rigen los tratados internacionales; pero, fundamentalmente, se trata de un acuerdo por el cual debemos felicitar al equipo chileno que participó en su negociación, por cuanto, después de cuatro años, con muchas dificultades, se logró su firma, lo que beneficia a Chile, y especialmente a las provincias del norte, entre ellas Arica.

Fuimos atendidos en forma excelente por los colegas parlamentarios del Perú. Por eso, solicito que se dirija un oficio de agradecimiento a los congresistas peruanos señores Osvaldo Sandoval Aguirre, Presidente en ejercicio del Congreso del Perú; al doctor Carlos Torres y Torreslara, Presidente titular, y a la señora Edith Pellado Céspedes, Presidenta de la Liga Parlamentaria de Amistad Perú-Chile, por haber demostrado enorme interés por ayudar a la integración entre Chile y Perú.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, en nombre de la Cámara de Diputados.

FACILIDADES A DEUDORES DE DIVIDENDOS DE VIVIENDAS SOCIALES. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido Socialista.

Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, junto con sumarme al homenaje que se rindió a los bomberos, institución que se entrega al servicio público sin costo alguno para la sociedad, quiero referirme a un problema que se ha planteado equivocadamente en los medios de comunicación: la forma como se aborda el no pago de las deudas por viviendas básicas a lo largo del país.

El Estado, con mucho esfuerzo, ha implementado políticas habitacionales hacia los sectores de menores ingresos, y en forma bastante exitosa ha logrado revertir la tendencia a aumentar el déficit habitacional, lo que todos aplaudimos. Por cierto, la mayoría desea que los beneficiados con los subsidios habitacionales, y en particular los de viviendas básicas, comprendan la importancia de su esfuerzo respecto del dividendo. Sin embargo, es un contrasentido que a muchas personas de bajos ingresos, que debido a la inestabilidad laboral y a la falta de oportunidades se ven afectadas y retrasadas en sus pagos, se les apliquen acciones judiciales que son pauteadas por el propio Ministerio de Vivienda.

De ahí mi discrepancia con las empresas cobradoras -en este caso Inverca- que estos días han denunciado a quienes, con gran esfuerzo y desesperación, hacen lo imposible por regularizar sus deudas y mantener sus viviendas. Incluso, han asumido el compromiso de pagar dos dividendos en uno, pero las cobradoras hacen caso omiso y les dicen: "Aro, aro, todo lo que ustedes pagan irá a cubrir las costas judiciales de la acción que se ha iniciado en su contra".

En promedio, el costo de cada deuda suma 90 ó 100 mil pesos, por lo que una familia humilde, de trabajo, demorará cinco o seis meses para pagar; pero, si durante ese tiempo aumenta su monto, terminará en una bola de nieve que eliminará el propósito de la política pública de viviendas -que esta Corporación comparte- de asegurar una propia a los sectores de menores ingresos.

Además, hay otros problemas. Por ejemplo, la forma de pago única que se impone a los chilenos que reciben el subsidio habitacional por vivienda básica a lo largo del país. Con ella se desconoce la distinta realidad que viven las regiones del norte, centro y sur, puesto que en algunas hay personas que trabajan ciertos meses y sus ingresos son acordes con esa circunstancia, por lo cual se les debería permitir el pago equivalente, o sea, a un año concentrado en cinco o seis meses, porque, si son padres y dueños de casa responsables, deben asegurar el plato de comida a sus hijos.

Las personas que trabajan en actividades temporales son casi 400 mil.

Las empresas cobradoras -hoy la mencionada, años atrás Ica- no hacen más que cumplir las pautas que, en sus contratos, fija el Ministerio de Vivienda.

En razón de lo anterior, solicito que se oficie al Ministro de Vivienda, con el fin de que informe a la Corporación sobre las pautas del contrato con Inverca.

En segundo lugar, que cesen las acciones judiciales contra los deudores habitacionales, cuyos problemas socioeconómicos les impiden ponerse al día. No me refiero a los sinvergüenzas que no pagan a pesar de tener la capacidad de hacerlo, sino a la gran mayoría, que carece de ella, a los cuales se les imponen acciones y costas judiciales que los pasan del barro a la arena movediza y los hunden, porque gastan la mayor parte de su esfuerzo sólo en pagar intereses, multas y abogados.

Entiendo que algunos colegas han manifestado esta misma inquietud. Tengo la convicción de que el error radica en las pautas que reciben las empresas cobradoras.

Por ello, reitero mi petición de oficio al Ministro de Vivienda, a fin de que informe sobre el contenido del contrato con Inverca; de que se comprometa a cesar las acciones judiciales en contra de las personas que no tienen ingresos para pagar sus deudas, y por cierto, en tercer lugar, de que estudie la posibilidad de diferentes formas de pago de dividendos, tomando en cuenta la estabilidad en el empleo de los deudores.

Hago esta solicitud en mi nombre, de mi bancada y del Diputado señor Juan Núñez Valenzuela, con quien he conversado esta realidad de la Sexta Región.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión del Partido Socialista, Partido por la Democracia, Democracia Cristiana, Unión de Centro Centro, Renovación Nacional y la UDI.

Ha concluido el tiempo del Partido Socialista.

 

INEFICIENCIA DE LA COMISIÓN NACIONAL DE SEGURIDAD DE TRÁNSITO. 

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra la Diputada señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, Conaset, fue creada en marzo de 1994, es decir, hace cuatro años, con el objeto no sólo de evitar el número de víctimas de accidentes automovilísticos y de tránsito, sino también de reducir el diez por ciento de incremento que tenían los mismos hasta 1994.

Pues bien, a dicha comisión se le han destinado, aproximadamente, entre 800 y mil millones de pesos al año. Es decir, en cuatro, el Gobierno ha gastado alrededor de cuatro mil millones de pesos, pero ¿cuál ha sido el resultado?

La cifra de accidentes de tránsito, lejos de disminuir, ha permanecido exactamente igual y su tasa representa casi el once por ciento.

El plazo de cuatro años es más que suficiente para comprobar que la Conaset, lejos de ser exitosa, ha sido un tremendo fracaso.

Muchas veces, personeros vinculados al Gobierno hacen campañas públicas de utilización, por ejemplo, del cinturón de seguridad; pero se incurre en un contrasentido, ya que todos sabemos que en Chile la mayoría de los automóviles carecen de él en los asientos traseros y que la mayor cantidad de accidentes y muertes afecta a niños que viajan en esa parte o a pasajeros de autos de alquiler, taxis, colectivos u otros.

La bancada de Renovación Nacional está haciendo un importante estudio acerca de la materia, pues cada fin de semana fallecen 36 personas por accidentes de tránsito.

Gastar esa enorme cantidad de plata al año, en vez de pasársela a Carabineros de Chile, que en forma exitosa hace prevención de tránsito, nos parece, por decir lo menos, una locura, porque la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito no ha cumplido el objetivo para el cual fue creada.

Por lo tanto, pongo a disposición de la Cámara estos antecedentes y, probablemente, presentaremos algún proyecto de acuerdo relativo al futuro de esa comisión.

He dicho.

MOVILIZACIÓN DE EX MINEROS DE ENACAR E IRREGULARIDADES EN PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE BARRIOS DE LOTA. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por tres minutos, el Diputado señor Fossa. 

El señor FOSSA.- Señor Presidente, lamento comunicar algunas malas noticias que he recogido durante la semana distrital.

En primer lugar, nuevamente me veo obligado a referirme a la ciudad y comuna de Lota, que hoy amaneció con su municipalidad y algunos caminos tomados por ex mineros de Enacar, que trabajaban temporalmente en proyectos de la Dirección de Vialidad, en la construcción de aquéllos.

Sumidos en la desesperación, debido a que el 30 de junio les fueron caducados todos sus contratos, estos conciudadanos se tomaron la municipalidad por la fuerza y amenazan con otras movilizaciones, lo que, naturalmente, resulta lamentable. Como estamos siendo informados permanentemente de este tipo de situaciones, solicité en forma urgente una entrevista al intendente, señor Martin Zilic, a fin de estudiar la forma de resolver el problema.

En segundo lugar, quiero referirme a otro problema que afecta a esa ciudad, relacionado con un proyecto de mejoramiento de barrios conocido como "Construcción de lotes con servicio de la población Sotomayor".

Dicho proyecto fue licitado por propuesta pública y adjudicado mediante decreto alcaldicio Nº 319, de 1º de febrero de 1996, en 1.200 millones de pesos y con un plazo de ejecución de 500 días corridos. Pues bien, ese proyecto debió haberse terminado a mediados de 1997, fecha en que ya mostraba enormes vicios de destinación de recursos, de inversiones, de construcción, de ingeniería, de atrasos, etcétera. 

Debido a eso, el Diputado señor Jaime Rocha hizo una denuncia a la Contraloría General de la República, cuyo informe -que tengo en mis manos- efectivamente reconoce enormes irregularidades en la ejecución del proyecto. Sin embargo, a más de un año de ese informe, el proyecto se encuentra en peores condiciones que las denunciadas a mediados de 1997. 

En efecto, en una visita que realicé con las juntas vecinales números 29, de Sotomayor Bajo; 73, de Idahue al Cerro; 30, de Cousiño al Cerro; 28, de Idahue, y 50, de El Bosque,...

El señor NARANJO (Vicepresidente).- ¿Me permite, señor diputado? Ha concluido el tiempo asignado por su Comité. Le ruego redondear la idea.

El señor FOSSA.- Mi Comité me ha cedido más tiempo para que complete la idea, lo que le agradezco.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Puede continuar su Señoría. 

El señor FOSSA.- Con las juntas de vecinos mencionadas, con representantes de la empresa constructora y con la parte inspectiva revisamos en terreno los trabajos, los avances, la forma de ejecución y los análisis de la ingeniería consultada. Llegamos a la conclusión de que el proyecto fue mal planteado desde el inicio y de que hay involucradas allí enormes responsabilidades, entre las cuales incluyo, en primer lugar, la de la Municipalidad de Lota y, particularmente, de su alcalde, puesto que no se ha trabajado con la acuciosidad necesaria ni se han efectuado las inspecciones pertinentes. 

En este momento, los vecinos -suman casi 500 familias modestas- se encuentran en una situación de aislamiento y desesperación, porque ni siquiera pueden acceder a sus poblaciones ni salir de ellas.

Por lo tanto, con el apoyo de la bancada de Renovación Nacional deseo solicitar nuevamente que se oficie a la Contraloría General de la República, a fin de que emita un informe detallado y sustantivo de la situación, porque surgen muchas evidencias sobre irregularidades que resulta difícil denunciar.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de las bancadas de Renovación Nacional y de la UDI. 

FACILIDADES PARA CUMPLIMIENTO DE LABOR PARLAMENTARIA.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por dos minutos, el Diputado señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, quiero plantear una inquietud, por lo que me sucedió hace algún tiempo y que le puede ocurrir a cualquier colega.

Como todos saben, los parlamentarios estamos en una situación muy especial: no tenemos previsión, salvo algunos que sí la tienen por iniciativa propia. El compromiso y la responsabilidad que hemos contraído como parlamentarios también nos obliga a desarrollar nuestra actuación como tales incluso en los pasillos de la Corporación, debido a lo cual muchas veces los periodistas publican artículos que no corresponden a la realidad.

He hecho notar a mi Comité y al Presidente y Vicepresidenta de la Cámara la conveniencia de que la comisión respectiva estudie la forma en que podríamos cumplir nuestras funciones cuando nos encontramos en las clínicas, aquejados por alguna enfermedad. Si estamos en la contienda política, deberíamos hallarnos aquí.

Como ya he dado a conocer mi inquietud y todavía no se toma una resolución al respecto, he decidido plantearla en la Sala, porque se trata de una situación que puede afectar a cualquier colega. Se trata de evitar los malos ratos que se pasan cuando un señor periodista, livianamente y sin entender las cosas, dice que no asistimos a las sesiones porque estamos en otras actividades. 

Por eso, pido que la Mesa plantee el problema a la comisión que corresponda para que lo estudie. 

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Muy bien, señor diputado. Junto con compartir su inquietud, haremos llegar su carta a la Comisión de Régimen Interno. 

FALTA DE SEÑALIZACIONES EN CONSTRUCCIÓN DE DOBLE VÍA DE LA RUTA 5 SUR. Oficio.

El señor VEGA.- Señor Presidente, los lamentables hechos ocurridos en la zona de Parral, Retiro y Longaví me obligan a volver a referirme a la construcción de la doble vía de la ruta 5 Sur.

Si bien la comunidad toda y yo en particular reconocemos el avance que esta obra significa, no podemos dejar pasar por alto la falta de seguridad en que se desarrolla su construcción y que hasta la fecha ha arrojado un alto número de víctimas fatales, todas ellas en gran medida debido a la falta de adecuadas señalizaciones.

Ya en anteriores intervenciones he señalado este hecho e incluso he solicitado que se oficie a las autoridades correspondientes a fin de evitar los continuos accidentes, pero tanto las respuestas como las acciones emprendidas han tenido muy poco efecto y como consecuencia de ello la cantidad de accidentes fatales se ha visto incrementada con un fatídico récord de muertos. Lo que, aunque parezca morboso, es necesario recordar, ya que sólo en los dos últimos meses se han producido tres accidentes con víctimas fatales: en el kilómetro 327, falleció el matrimonio formado por Gonzalo Urrutia y Cecilia Vallejos; luego, y cuando aún la comunidad parralina no se reponía de ese hecho, fallecieron otras tres personas en un accidente ocurrido en el kilómetro 345, que dejó además dos heridos; por último y hace sólo escasos días se produjo otro fatal hecho en el kilómetro 347, en el que falleció Valmor Torres, también vecino de Parral.

Pero de todos estos tristes acontecimientos, el más penoso y que produjo mayor impacto en la ciudadanía fue la muerte de dos jóvenes muchachos, hecho ocurrido el 7 de noviembre del año pasado. Patricio Montero Arrizaga, licenciado de Derecho y pronto a jurar como abogado falleció junto a su amigo y estudiante de ingeniería, Gustavo Cifuentes. Ambos jóvenes no sobrepasaban los treinta años.

La enumeración de víctimas fatales podría continuar, pero baste sólo la muerte de una persona para que nosotros, los parlamentarios, nos movamos en pos de otorgar más seguridad a las personas que en nosotros han depositado su confianza.

En la actualidad, la citada obra ya se encuentra en las etapas finales de su construcción, pero el problema persiste, e incluso ahora no se trata de mala señalización: hoy en día simplemente hay sectores en los cuales no existe ningún tipo de indicación que señale los peligros a los cuales se está expuesto.

Sumado a lo anterior, el sistema de trabajo utilizado implica que una vez asfaltada la nueva vía, ésta se entrega de inmediato al uso; ello para poder reparar o reconstruir la vía que hasta hoy existía. Esto, señores diputados, significa entregar al servicio de los usuarios una vía de circulación que no reúne las condiciones mínimas de seguridad. Por ejemplo, hay tramos en que no se cuenta con la línea blanca demarcatoria o ésta no obedece a la realidad de las circunstanciales condiciones de uso, permitiendo, por ejemplo, adelantamientos donde en el futuro se podrá hacer pero no ahora. Tampoco están las defensas metálicas interiores divisorias entre una y otra vía; no existe o no es posible utilizar la berma; los límites máximos de velocidad no están indicados; la escasa señalización caminera como los avisos de curvas, el ingreso a puentes y otras dan la espalda a los conductores de uno de los sentidos de circulación, etcétera.

En resumen, respetados colegas, el nuevo sistema de concesiones viales que promete aumentar la infraestructura vial del país, efectivamente lo está haciendo, pero a tal velocidad que se está olvidando la seguridad de quienes circulan por estas verdaderas trampas mortales que significan estas carreteras en construcción, por no contar éstas con las señalizaciones adecuadas que permitan un desplazamiento seguro de los miles de vehículos que diariamente transitan por ellas.

Señor Presidente, ahora que estamos entrando de lleno a la entrega de concesiones camineras a través de todo Chile, creo más necesario que nunca que esta Corporación vele por la implementación de las medidas tendientes a dar seguridad a los conductores de vehículos motorizados y de tracción animal, de maquinaria agrícola y a los miles de peatones que diariamente seguirán ocupando las carreteras como verdaderos caminos vecinales; ello al menos hasta que se entreguen las nuevas obras en forma definitiva.

Solicito se oficie a las autoridades del Ministerio de Obras Públicas a fin de que supervisen y constaten en terreno el efectivo cumplimiento de las normas existentes respecto de la seguridad en este tipo de obras y, si es necesario, incluyan modificaciones en las futuras concesiones a fin de normar las señalizaciones camineras, los límites de velocidad máxima y todo aquello que signifique velar por la seguridad de los usuarios y de esa forma no tener que seguir lamentando accidentes, al menos debido a la falta de adecuadas señalizaciones.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

REPOSICIÓN DE SISTEMA DE AUTORREPARACIÓN DE VIVIENDAS E IRREGULARIDADES EN DISTRIBUCIÓN DE FONDOS DE CRÉDITO ESPAÑOL. Oficios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en mi región hay una gran inquietud, porque hace algún tiempo existían fondos que se destinaban a préstamos para la reparación de viviendas usadas, beneficio que ya no existe.

Por lo tanto, pido que, en mi nombre, se oficie al Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que dicho beneficio sea repuesto, y las personas que tengan una vivienda en mal estado puedan repararla, porque este sistema resulta mucho más barato que optar a un subsidio. Sin duda, mucha gente no se quiere cambiar de un lugar, porque allí tiene sitio, alcantarillado, luz y todo lo demás. Sería conveniente que el Ministro nos informara si existe algún plan para reimplantar el sistema de autorreparación de viviendas y los beneficios que recibirían las personas acogidas a él.

En segundo lugar, solicito que se oficie a la Agencia de Cooperación Internacional -tiene que ver con el dinero que llega al país para ayudar a los agricultores más necesitados-, a fin de que nos informe sobre la forma en que manejó los fondos del famoso crédito español, que no se ha podido distribuir a cabalidad, debido a las muchísimas irregularidades en que se ha incurrido.

A quienes duden les puedo informar que hay un sumario -incoado por resolución exenta Nº 28, de 17 de febrero de 1994-, pero sólo se alcanzó a investigar el caso de la comuna de Lonquimay; las irregularidades eran tantas, que debieron separarse las comunas de Melipeuco, Cunco y Curarrehue. El sumario fue ordenado por el señor Agustín Kroll Rivas, Director Regional del Indap en aquel entonces.

Asimismo, pido que se oficie al Ministro de Agricultura, a fin de que nos informe sobre la forma en que se recepcionó el crédito español y con qué criterio se distribuyeron sus fondos en las comunas de Lonquimay, Melipeuco, Pucón y Curarrehue. Después de que pedí el envío de un oficio de fiscalización, hubo grandes movimientos en Temuco: se llamó al jefe del Indap, a los contadores, al fiscal, a Santiago, para que cierren el caso y se tape, una vez más, el enorme robo organizado -lo digo con todas sus letras: ¡organizado!- a los agricultores de esas comunas pobres, mediante el crédito español. Tengo los antecedentes, entre los cuales algunos colegas vieron las facturas que mostré. Con eso se les acabó la cuerda para que no se siguiera diciendo que me había ido de lengua.

En realidad, éste ha sido un robo descarado. Aquí hay muchos culpables, y los mismos que contrataron el crédito español hoy han sido premiados, toda vez que ocupan altos cargos en la Novena Región.

Por eso, pido que se oficie al Ministro de Agricultura, a fin de que no recepcione y no cierre el crédito español, mientras la Agencia de Cooperación Internacional no dé cuenta y no se lleven a cabo los sumarios correspondientes -como el ordenado por resolución exenta N° 28, del 17 de febrero de 1994-; pero con una salvedad: como ya existe uno en el caso de Lonquimay, que se instruya otro para los de Pucón, Curarrehue y Melipeuco, y que se cierre después de que se informe a esta Corporación, pues no podemos permitir este robo a mano armada a los pequeños agricultores.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión de las bancadas de Renovación Nacional y de la UDI.

INFORME SOBRE RATIFICACIÓN PARLAMENTARIA DE ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA SUSCRITO ENTRE CHILE Y PERÚ. Oficios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Tomás Jocelyn-Holt.

El señor JOCELYN-HOLT.- Señor Presidente, el tema sobre el cual voy a intervenir, junto con la Diputada señorita Sciaraffia, tiene que ver con el acuerdo de complementación económica suscrito entre Chile y Perú el pasado lunes 22 de junio.

Dicho acuerdo es la consecuencia de una negociación de cuatro años, y se pretende enmarcarlo dentro del Tratado de Montevideo, de 1980, en virtud del cual se puede suscribir un acuerdo de complementación económica sin la ratificación parlamentaria establecida, como regla general, por la Constitución Política.

Pues bien, queremos pedir que se oficie a la Contraloría General de la República, con el objeto de que emita un pronunciamiento sobre el informe que pediremos adjuntar a nuestras intervenciones. Se trata de que se pronuncie respecto del impacto de este acuerdo comercial, suscrito por Chile y Perú, en 14 leyes actualmente vigentes en el país, que abarcan materias tales como modificaciones al régimen establecido en el Tratado de Montevideo, de 1980; tasas y derechos específicos actualmente vigentes, como la tasa aeronáutica y el régimen especial a que se refiere la Ordenanza de Aduanas; asimismo, en la ley orgánica del Servicio de Aduanas; en el Estatuto de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales; en la ley de Impuesto a la Renta; en la ley sobre Asociaciones Gremiales; en la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y -creo que es la preocupación principal- en la ley que fija las zonas francas y la que establece beneficios especiales para Arica.

Es curioso que, de repente, surjan inquietudes de distintas zonas del país, no para pedir beneficios especiales, sino para que se las deje competir en igualdad de condiciones sin discriminar en su contra.

Me llama mucho la atención que, de repente, se junten regiones enteras de un país y pidan una mayor liberalización del comercio y que no se las deje fuera de un acuerdo comercial de esta especie. 

Lo que uno se plantea es que se pretenda tener una negociación después de cuatro años y que, respecto del Perú, se tome una decisión tan radical como dejar fuera a las zonas francas, en circunstancias de que esa materia corresponde al Congreso Nacional. 

Si se quiere estipular modificaciones al régimen de reintegro simplificado a los exportadores, que se haga con permiso del Congreso Nacional. Si se quieren cambiar las normas de origen, actualmente vigentes en el Tratado de Montevideo, que se concurra al Congreso Nacional. Si se quieren establecer prohibiciones a los gravámenes al comercio exterior, que se concurra al Congreso Nacional porque son materias de ley. Si se quiere establecer algún tipo de régimen especial en lo que se refiere a medidas para contrarrestar las prácticas desleales de comercio, que se concurra al Congreso Nacional. Si se quieren imponer limitaciones a la capacidad para establecer en el futuro nuevas tasas específicas a un conjunto de materias, que se recurra al Congreso Nacional, porque no hacerlo es limitar sus facultades legislativas.

Pues bien, la lista es larga. Podríamos hablar de las cláusulas de salvaguardia, del régimen de solución de disputas. El informe tiene 23 páginas y, en verdad, he hecho un gran esfuerzo, en menos de una semana, para destacar exactamente las normas precisas de este Convenio y sus anexos, que inciden en materias muy específicas. 

Fíjense que este Acuerdo, incluso, entrega responsabilidades públicas a una asociación gremial: al Instituto Textil de Chile, el que ni siquiera concurrió a la firma del convenio. Ni siquiera sabemos si está de acuerdo con que le entreguen estas atribuciones; ni siquiera sabemos si el estatuto de esta asociación gremial -el Instituto Textil de Chile- permite que se puedan realizar las funciones otorgadas para la determinación de ciertos aspectos de los procedimientos de origen contemplados para el sector textil. 

Tengo entendido que, hoy, el Ministro de Relaciones Exteriores va a concurrir a la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados. Sabemos que el Gobierno tenía intención de que este Acuerdo entrara en vigor mañana, 1° de julio. Por eso creemos que antes de que se tome razón de una materia que, de alguna manera, es extraordinariamente sensible, se debe tener una discusión que nunca se ha realizado en los acuerdos de complementación económica en el marco de la Aladi, para analizar el verdadero sentido y alcance de las delegaciones que se han hecho al Presidente de la República para suscribir negociaciones específicas sobre la materia.

Lo digo como parlamentario de Gobierno, porque nadie puede decir que aquí haya habido un obstáculo a los acuerdos de libre comercio en estos años. El Congreso ha sido un gran aliado del Gobierno y del Estado para ir liberalizando el comercio con nuestros países vecinos y también con aquellos que son nuestros principales socios comerciales. 

Nadie puede decir que el Congreso es un lugar inadecuado para tratar una materia tan sensible como ésta, y si queremos discutir en un mes más un proyecto de ley que rebaja aranceles en un período de tres años, pues bien, es el antecedente principal para involucrar a sectores afectados, a fin de tener la oportunidad de oír su voz en una materia que es extraordinariamente sensible, no sólo para su región, sino para el país también.

Por eso, este oficio, que es bastante preciso, tiene por objeto: 

1) Ser despachado a la Contraloría General de la República para que se pronuncie sobre la materia y emita un pronunciamiento respecto de la necesidad de que el acuerdo de complementación económica con Perú tenga ratificación parlamentaria de conformidad con el artículo 50, número 2) de la Constitución Política, y 

2) En nombre de la Diputada señorita Antonella Sciaraffia y del mío, solicito, por intermedio de la Mesa, que se envíe copia al Ministro de Relaciones Exteriores para que, de alguna manera, tenga una recepción oficial del oficio y también la oportunidad de dar la respuesta que mejor le parezca; porque con esta intervención queremos iniciar un procedimiento formal antes de la entrada en vigor de este Acuerdo.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

DISCRIMINACIÓN A ZONA FRANCA EN ACUERDO DE COMPLEMENTACIÓN ECONÓMICA CON PERÚ.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Diputada señorita Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, fundamentalmente quiero destacar que en el Acuerdo de complementación económica, sentimos que se hace una discriminación que no tiene ningún sentido y que, incluso, es contradictoria con muchas medidas que el propio Gobierno ha tomado para incentivar el comercio de las zonas más extremas, como la Primera Región. Por segunda vez se está dejando fuera la zona franca. Ya se hizo con el Mercosur, pero el impacto que causó en esa oportunidad no es el mismo ni tan grave como el que se produce con este tratado con Perú. Es más o menos la mitad. En 1996, las ventas de Zofri a Perú y a Bolivia sumaron más de 700 millones, versus 260 millones hacia el Mercosur. Evidentemente, como son países vecinos tenemos una gran cantidad de comercio que se da permanentemente, y si se ha hecho el esfuerzo de crear una zona franca especial, nos parece una discriminación odiosa que, en esta ocasión, nuevamente se haya dejado fuera a la zona franca, lo que es peor. En esto quiero resaltar dos cosas sobre las que llamaré la atención: primero, que hay una actitud centralista, porque nunca se nos ha llamado, ni siquiera a conversar, a los diputados que somos de la zona, para decirnos: "Miren, ¿qué les parece?" Ésa es una forma correcta y de respeto por quienes representamos a la gente de esa zona. Además, también hay un error, porque de nuevo, se cae en la falta de participación; existen asociaciones industriales de zona franca, de usuarios de zona franca con los cuales me reuní en la reciente semana distrital y ellos jamás han sido invitados a conversar, a debatir o a decir qué les parece o cómo les impacta esta situación. Ésa es una práctica muy negativa, y lo que debemos demostrar es que la actitud del Gobierno es querer integrar a los sectores, tomar normas que de alguna manera se consulten, y si se va a producir un impacto, por lo menos que se tenga la opinión de la gente.

Por lo anterior, estoy muy de acuerdo con el Diputado señor Jocelyn-Holt, y con el oficio a la Contraloría, porque creemos que, por lo menos, nos deben dar la oportunidad, como Congreso, de conocer el acuerdo comercial para hacerle las correcciones pertinentes.

He dicho.

INVERSIÓN DE GOBIERNO REGIONAL DE ATACAMA EN INFRAESTRUCTURA SANITARIA. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Mulet.

El señor MULET.- Señor Presidente, en esta oportunidad, quiero referirme a un tema que afecta especialmente a la región que represento, Atacama, y que dice relación con las tarifas de agua potable que allí se aplican.

Atacama, y no Tarapacá, ni Antofagasta, ni Aisén, ni ninguna otra región del país, es la que paga el agua más cara de todo Chile. Por ejemplo, hay localidades que pagan 686 pesos por el metro cúbico de agua, además de las tarifas de alcantarillado, cargo fijo y otras, en comparación con la Región Metropolitana que sólo paga alrededor de 100 pesos por metro cúbico de agua potable.

Quiero referirme a este tema, porque precisamente hoy vence el plazo para que los consejos regionales de todo Chile, voten una proposición contenida en el decreto de Hacienda Nº 479, en virtud del cual se pretende devolver parte de las inversiones que hicieron los gobiernos regionales con cargo al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, entre 1992 y 1997, con fondos del Ministerio de Hacienda. Pero lo que se les pretende devolver es una pequeña parte de las inversiones hechas por los gobiernos regionales, en infraestructura de agua potable.

En lo que respecta a Atacama, quiero recordar un par de cosas. En 1990, cuando se crearon las empresas de servicios sanitarios regionales, a la de Atacama se le asignó una deuda -al momento de crearse- de 3 mil 700 millones de pesos, que era proporcional a la que mantenía en todo Chile el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, Sendos, y otras deudas contraídas por obras que se habían ejecutado en otras regiones del país. Se prorrateó el total y a Atacama le correspondió partir con "una mochila" de la empresa de servicios sanitarios de 3 mil 700 millones de pesos por obras que no se habían ejecutado en la región.

Esto causó que esta empresa comenzara con una situación muy desmedrada respecto de las otras. De hecho, en ningún caso comparable con Tarapacá, Antofagasta u otras regiones del país donde desde la década del 80 se habían invertido importantes sumas de dinero en infraestructura sanitaria. En estas circunstancias, se obligó al gobierno y al consejo regional de Atacama a hacer grandes inversiones en infraestructura sanitaria, desde 1990, para llegar con el vital elemento a las diversas localidades de la región. 

Tengo en mi poder la información del total de recursos invertidos por la Región de Atacama, desde 1992, que suman 9.607 millones de pesos. A pesar de ser una de las regiones de más baja densidad poblacional, es la que ha invertido más recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en infraestructura sanitaria. De hecho, no se le compara ni con la Región Metropolitana ni con ninguna otra. Atacama ha invertido más que cualquier otra región, lo que queda claro con el decreto Nº 479, que también tengo a la vista.

De esos casi 10 mil millones de pesos, hoy se pretende devolver 2.500 millones en cuatro años. Es efectivo que, de alguna manera, la situación tiende a reparar, por lo menos en parte, lo existente; pero también es cierto que se comete una gran injusticia porque, desde un principio, se obligó a la empresa a hacer grandes inversiones con fondos regionales y ahora, de los casi 10 mil millones de pesos que invirtió, se pretende devolverle sólo 2.500 en cuatro años plazo.

A todas luces, esta situación es injusta. Es un hecho que estas empresas serán privatizadas y con esta gran inversión regional tendrán mayor capital, lo que en sí no es malo. Lo negativo está en que cuando la empresa sea enajenada, vendida o licitada, ese capital no volverá a la región, sino que irá a los fondos generales de la Nación.

Creo que el Consejo Regional debería decidir si se aprueba o no el convenio para recibir los 2.500 millones de pesos a cambio de los 10 mil millones que entregó Atacama. La situación es difícil, porque de no aceptarlo, se corre el riesgo de no recibir nada o de tener que demandar -como lo han hecho algunas regiones- a la empresa de Servicios Sanitarios para que la región sea resarcida y se le devuelva la totalidad de los fondos; pero es un arma de doble filo, por cuanto si el gobierno regional demandara a la empresa, ésta tendría que sacar la plata de los mismos usuarios, es decir, procedería a aumentar la tarifa del agua. De manera que la situación es muy difícil de resolver.

A mi juicio, lo razonable sería suscribir el convenio y aceptar la devolución de sólo 2.500 millones de pesos -y en otras regiones de otras cifras-, valor mucho menor del que realmente corresponde, sólo si ello implica la aplicación del artículo 36 del decreto con fuerza de ley Nº 70 sobre aportes de terceros, lo que involucraría una rebaja de las tarifas de agua potable.

Como parlamentario de la región que paga el agua más cara de todo Chile, considero que debe firmarse el convenio en la medida en que el Ministerio de Hacienda y la Superintendencia de Servicios Sanitarios comprendan que esos fondos deben ser considerados según el artículo 36 del reglamento de tarifas, de manera que se entienda como aporte reembolsable y las tarifas deben tender a disminuir. Sólo de esa manera comparto la opinión.

Por ello, solicito que se envíe oficio a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a fin de que informe a la Cámara si se consideraron como aporte de terceros las obras de infraestructura sanitaria ejecutadas antes de 1993, que no figuran en el convenio mencionado, y si se tomaron en cuenta para los efectos de rebajar la tarifa.

Lamento no tener más tiempo, por lo que en otra oportunidad continuaré con el tema.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Comités de la Democracia Cristiana, del PPD, del Partido Socialista y de Renovación Nacional.

CONSERVACIÓN DE PATRIMONIO HISTÓRICO-CULTURAL DE COMUNA DE CORRAL. Oficio.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Exequiel Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, la semana recién pasada los dos diputados y los dos senadores representantes por la Dé-

cima Región en el Parlamento tuvimos oportunidad de visitar la comuna de Corral, provincia de Valdivia. Esta comuna, que vive principalmente de la pesca artesanal, sin embargo, por sus fortificaciones arqueológicas, posee un patrimonio histórico-cultural muy significativo. Lamentablemente, en el país, a pesar de la tradición no hay recursos para mantenerlo, sobre todo en una comuna muy deprimida económicamente.

Por eso, junto con cuidar estas riquezas para otorgar a las futuras generaciones la oportunidad de conocerlas, se podrían aprovechar para atraer turistas. Pero estas fortificaciones, que tienen relación con importantes capítulos de nuestra historia, están prácticamente abandonadas.

Por eso, pido que se oficie al Ministro de Educación, con el objeto de que se destinen recursos para restaurar y mantener dicho patrimonio histórico-cultural, principalmente el fuerte de Amargo y, a su vez, traspasar la administración a la municipalidad de Corral, que ha desarrollado un interesante programa turístico y educativo para los miles de personas que, año a año, llegan a visitar estas fortificaciones, únicas en nuestro país.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Comités del Partido Demócrata Cristiano, del Partido Socialista y de Renovación Nacional.

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.

-Se levantó la sesión a las 13.46 horas.
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